N*4 - TOMO 98 6 DE JUNIO DE 2018 


US 


REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


DIARIO DE SESIONES 
DE LA 
ASAMBLEA GENERAL 


CUARTO PERÍODO DE LA XLVI!II LEGISLATURA 


4.* SESIÓN 


PRESIDE 


LA SEÑORA PATRICIA AYALA 
Presidenta en ejercicio 


ACTÚAN EN SECRETARÍA: LOS SECRETARIOS JOSÉ PEDRO MONTERO Y VIRGINIA ORTIZ 


SUMARIO 
Páginas Páginas 
1) Texto de la citación.......ooooommmosmsmssmmsss**»o 40 5) Elección de miembros del Consejo de 
Comunicación Audiovisual...........ooommmooo 44 
Y O e AAA E 40 


—Resolución de la Comisión especial para la 
ignación de los miembr 1 Consej 
3) Asuntos entrados......mmomoomommmssroncscnccoooncccoccos 40 desig qa 1 de nd Ñ sa bros del Consejo de 
Comunicación Audiovisual. 
4) Inasistencias anterioréS.....omooocononoconnccommmmmmmmm*moo. 43 : . ] di a 
) PE —Manifestaciones de varios señores legisla- 
dores. 
—Por secretaría se da cuenta de las inasisten- 


cias a las anteriores convocatorias. 6) Levantamiento de la sesiónN........oooommmmommso.o 94 


40-A.G. 


1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 1. de junio de 2018 


La ASAMBLEA GENERAL se reunirá en sesión ex- 
traordinaria el próximo miércoles 6 de junio, a las 13:30, 
a fin de informarse de los asuntos entrados y considerar 
el siguiente 

Orden del día 


— Elección de los miembros integrantes del Consejo de 
Comunicación Audiovisual, de conformidad con lo esta- 
blecido en la Ley n.” 19307, de 29 de diciembre de 2014, 
relativa a los servicios de comunicación audiovisual. 

Carp. n 122/2017 - rep. n-* 11/18 


José Pedro Montero 
Secretario». 


Virginia Ortiz 
Secretaria 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Ricardo Alcorta, 
Verónica Alonso, José Amorín Batlle, Carol Aviaga, 
Daniel Bianchi, Guillermo Besozzi, Pedro Bordaberry, 
José Carlos Cardoso, Charles Carrera, Juan Castillo, 
Germán Coutinho, Leonardo de León, Álvaro Delgado, 
Antonio Gallicchio, Daniel Garín, Luis Alberto Heber, 
Omar Lafluf, Sandra Lazo, Rubén Martínez Huelmo, 
Pablo Mieres, Constanza Moreira, Marcos Otheguy, 
Ivonne Passada, Daniela Payssé, Enrique Pintado, 
Jorge Saravia, Daisy Tourné y Mónica Xavier; y los 
señores representantes Pablo Abdala, Auro Acosta, 
Nelson Agiiero, María Álvarez, Fernando Amado, 
Gerardo Amarilla, Saúl Aristimuño, José Andrés 
Arocena, Elisabeth Arrieta, Alfredo Asti, Mario Ayala, 
Gabriela Barreiro, Julio Battistoni, Graciela Bianchi, 
Cecilia Bottino, Solana Cabrera, Daniel Caggiani, 
Felipe Carballo, Germán Cardoso, Andrés Carrasco, 
Armando Castaingdebat, Richard Charamelo, 
Roberto Chiazzaro, Gonzalo Civila, Carlos Coitiño, 
María Luisa Conde, Catalina Correa, Walter de León, 
Darcy de los Santos, Óscar de los Santos, Bettiana 
Díaz, Cecilia Eguiluz, Wilson Ezquerra, Guillermo 
Facello, Angélica Ferreira, Alfredo Fratti, Lilián 
Galán, Luis Gallo Cantera, Jorge Gandini, Héctor 
Gianoli, Pedro Giudice, Pablo González, Rodrigo 
Goñi Reyes, Oscar Groba, Benjamín Irazábal, Pablo 
Iturralde Viñas, Elena Lancaster, Nelson Larzábal, 
Cristina Lústemberg, Eduardo Márquez, Graciela 
Matiaude, Aníbal Méndez, Constante Mendiondo, 
Jorge Meroni, Orquídea Minetti, Susana Montaner, 
Manuela Mutti, Julio Naumov, Gonzalo Novales, 
Gerardo Núñez, José L. Núñez, Juan José Olaizola, 
Ope Pasquet, Mariela Pelegrín, Gustavo Penadés, 
Adrián Peña, Susana Pereyra, Darío Pérez, Daniel 
Placeres, Iván Posada, Jorge Pozzi, Mabel Quintela, 
Daniel Radío, Valentina Rapela, Nibia Reisch, Carlos 
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Reutor, Edgardo Rodríguez, Gloria Rodríguez, Lucía 
Rodríguez, Carlos Rodríguez Gálvez, Eduardo José 
Rubio, Juan Federico Ruiz Brito, Sebastián Sabini, 
Alejandro Sánchez, Mercedes Santalla, José L. 
Satdjian, Gonzalo Secco Rodríguez, Enrique Sención, 
Washington Silvera, Martín Tierno, Hermes Toledo, 
Javier Umpiérrez, Carlos Varela Nestier, Stella Viel, 
Tabaré Viera, José Francisco Yurramendi y Luis A. 
Ziminov, y, a partir de las 16:40, Gabriela Perdomo, 
Paula Pérez y Nicolás Viera. 


FALTAN: con licencia, la señora presidente del 
Cuerpo, Lucía Topolansky, y los señores senadores Luis 
Lacalle Pou, Jorge Larrañaga, Rafael Michelini y José 
Mujica; y los señores representantes Sebastián Andújar, 
Ruben Bacigalupe, Mario García, Macarena Gelman, 
Martín Lema, José Carlos Mahía, Enzo Malán, Amín 
Niffouri, Nicolás Olivera, Daniel Peña Fernández, 
Luis Puig, Silvio Ríos Ferreira, Conrado Rodríguez, 
Nelson Rodríguez Servetto, Edmundo Roselli, Berta 
Sanseverino, Jaime Mario Trobo, Alejo Umpiérrez y 
Walter Verri, y, a partir de las 16:40, Gerardo Núñez, 
Gloria Rodríguez, Sebastián Sabini y Mercedes 
Santalla, con aviso, los señores senadores Carlos Camy 
y Javier García; y los señores representantes Ernesto 
Carreras y Álvaro Dastugue; y, sin aviso, el señor 
representante Napoleón Gardiol. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 13:48). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (Virginia Ortiz).- «El Poder 
Ejecutivo remite mensaje en cumplimiento de lo estableci- 
do por el artículo 4.* de la Ley n.* 19355, de 19 de diciem- 
bre de 2015, de Presupuesto nacional período 2015-2019, 
dando cuenta de las correcciones que corresponden reali- 
zar respecto de los errores y omisiones que se han com- 
probado en el artículo 661, correspondiente a subsidios y 
subvenciones. 

—OPORTUNAMENTE SE REMITIÓ NOTA AL PO- 
DER EJECUTIVO POR VENCIMIENTO DEL PLAZO 
CONSTITUCIONAL. 


Asimismo, remite copia de un decreto por el que se 
fijan, a partir del 1.* de abril de 2018, los coeficientes para 
determinar el pago de los haberes y partidas complemen- 
tarias a que tengan derecho los funcionarios del servicio 
exterior y las partidas de gastos de etiqueta correspon- 
dientes a las misiones diplomáticas. 
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Además, remite copia del Decreto n.* 56, de 5 de marzo 
de 2018, por el cual se aprueba el Presupuesto de Recur- 
sos, de Compras (Operativo e Inversiones) y de Operacio- 
nes Financieras de la Administración de las Obras Sani- 
tarias del Estado a regir a partir del 1.* de enero de 2018. 


La Presidencia de la República Oriental del Uruguay 
remite copia autenticada de una resolución relacionada 
con varias trasposiciones de créditos. 


La Presidencia de la Asamblea General comunica que 
a partir de la fecha pasará a integrar la Comisión especial 
derecho a la alimentación. Asesoramiento el señor legis- 
lador Andrés Carrasco en lugar del señor legislador Iván 
Posada. 

—TÉNGANSE PRESENTES. 


La Comisión especial para la designación de los 
miembros del Consejo de Comunicación Audiovisual ele- 
va informado un proyecto de resolución, de conformidad 
con lo establecido en la Ley n.” 19307, de 29 de diciembre 
de 2014, relativa a servicios de comunicación audiovisual. 

—HA SIDO REPARTIDO Y ESTÁ INCLUIDO EN 
EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite copla de 
las siguientes resoluciones del Poder Ejecutivo: 


e por la que se autoriza a la Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado a realizar una emisión de títu- 
los representativos de deudas escriturales; 


* por la que se aprueba un proyecto de contrato de 
préstamo, a celebrarse entre la República Oriental del 
Uruguay y el Banco Internacional de Reconstrucción y 
Fomento, destinado al financiamiento adicional para el 
Proyecto de Manejo Sustentable de los Recursos Natura- 
les y Cambio Climático; 


* por la que se autoriza al Ministerio de Economía y 
Finanzas a celebrar una modificación contractual con Ba- 
luma $. A. 


Asimismo, remite copia de un decreto del Poder Eje- 
cutivo por el que se modifica la lista de excepciones al 
arancel externo común. 


El Ministerio de Educación y Cultura remite copia de 
las siguientes resoluciones: 


* relacionadas con varias trasposiciones de crédito; 


* por las que se solicitan a la Contaduría General de la 
Nación habilitaciones de créditos; 


* por la que se dispone la creación de cargos en la 
unidad ejecutora 04, Consejo de Educación Técnico Pro- 
fesional; 
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e por las que se solicitan al Ministerio de Economía y 
Finanzas, Unidad de Presupuesto Nacional, habilitaciones 
de créditos; 


e por la que autoriza la participación de la directora 
sectorial de Educación de Jóvenes y Adultos, en represen- 
tación de la Administración Nacional de Educación Públi- 
ca, en el evento “Encuentros para la educación y aprendi- 
Zaje a lo largo de la vida”. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca remi- 
te copia de las siguientes resoluciones: 


+ referida al cambio de titularidad de la totalidad de 
las acciones de Del Carmen Agropecuaria, Comercial e 
Inmobiliaria S. A. y de Santa Margarita Agropecuaria, 
Comercial e Inmobiliaria $. A.; 


e por la que se tiene presente el cambio de domicilio 
de la firma Canatir S. A. y, al mismo tiempo, se la autoriza 
a ser titular del derecho de propiedad y de explotaciones 
agropecuarias en relación a varios inmuebles rurales. 


Asimismo, remite un decreto del Poder Ejecutivo por 
el cual se aprueban las partidas presupuestales correspon- 
dientes al Presupuesto de Recursos, Operativo, de Opera- 
ciones Financieras y de Inversiones del Instituto Nacional 
de Colonización, a regir desde el 1.2 de enero de 2018. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería remite 
copia de un decreto del Poder Ejecutivo por el que se au- 
toriza la transformación de un cargo vacante correspon- 
diente a la unidad ejecutora 004, Dirección Nacional de la 
Propiedad Industrial. 

—TÉNGANSE PRESENTES. 


La Suprema Corte de Justicia remite: 


* copia de una sentencia relacionada con una acción 
de inconstitucionalidad interpuesta contra los artículos 
38, 39, 40 y 68 de la Ley n.* 19307, de 29 de diciembre de 
2014, relativa a servicios de comunicación audiovisual. 

—A LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


Copia de varias sentencias relacionadas con excep- 
ciones de inconstitucionalidad interpuestas contra varios 
artículos de la Ley n.” 19446, de 28 de octubre de 2016, 
relacionada con libertad anticipada y penas sustitutivas; 


e copia de varias sentencias relacionadas con excep- 
ciones de inconstitucionalidad interpuestas contra varios 
artículos de la Ley n.* 19120, de 20 de agosto de 2013, por 
la que se regulan las faltas y se establecen normas relativas 
a la conservación y cuidado de los espacios públicos; 


* copia de varias sentencias relacionadas con excep- 
ciones de inconstitucionalidad interpuestas contra varios 
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artículos de la Ley n.? 18831, de 27 de octubre de 2011, 
sobre la pretensión punitiva del Estado; 


* copia de una sentencia relacionada con una acción de 
inconstitucionalidad interpuesta contra varios artículos de 
las leyes números 18738, de 8 de abril de 2011; 18996, de 
7 de noviembre de 2012; 19310, de 7 de enero de 2015, y 
19355, de 19 de diciembre de 2015; 


* copia de varias sentencias relacionadas con acciones 
de inconstitucionalidad contra el artículo 733 de la Ley 
n.” 19355, de 19 de diciembre de 2015, de Presupuesto na- 
cional período 2015-2019; 


* copia de varias sentencias relacionadas con acciones 
de inconstitucionalidad contra varios artículos de la Ley 
n.” 19310, de 7 de enero de 2015, relacionada con los ajus- 
tes en las retribuciones de funcionarios del Poder Judicial 
y del Ministerio de Educación y Cultura; 


* copia de una sentencia relacionada con una excep- 
ción de inconstitucionalidad contra el artículo 17 del De- 
creto Ley n.? 14396, de 10 de julio de 1975, y los artículos 
511.1 y 513.1 del Código General del Proceso. 


Asimismo, remite copia de las siguientes resoluciones: 


e por la que se transforman dos cargos de juez de paz 
de 2.* categoría, en un cargo de juez letrado suplente del 
interior; 


* por las que se modifican las competencias de varios 
juzgados; 


* por la que se transforma, a partir del 1.2 de abril de 
2018, un cargo de director de departamento en un cargo de 
subdirector de división; 


e por la que se reorganizan territorios jurisdiccionales, 
conformando comunidades geográficas y suprimiendo ofi- 
cinas, en varios departamentos del país. 


La Fiscalía General de la Nación remite copia de las 
siguientes resoluciones: 


e por la que autoriza la transformación de cargos 
vacantes en cargos de administrativos 1, escalafón AD, 
grado Il; 


e por la que se aprueba el protocolo de actuación 
Atención a niños, niñas y adolescentes con responsables 
en situación de privación de libertad. 

—TÉNGANSE PRESENTES. 


El Tribunal de lo Contencioso Administrativo remite 
nota comunicando que, el día 4 de abril del corriente año, 
el doctor William Corujo Guardia tomó posesión de su 
cargo como ministro de dicha corporación. 
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El Consejo de Educación Secundaria remite copia de 
una resolución relacionada con varias trasposiciones de 
crédito. 


El Consejo de Educación Técnico Profesional remite 
copia de varias resoluciones relacionadas con trasposicio- 
nes de crédito. 


El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay remi- 
te copia de las siguientes resoluciones: 


* relacionadas con varias trasposiciones de crédito; 


e por la que se transforma la estructura de cargos y 
funciones contratadas del instituto a partir del 1.* de enero 
de 2018. 


La Intendencia de Montevideo remite nota comunican- 
do que a partir del día 15 de setiembre de 2018 procederá 
al control del cumplimiento de la normativa establecida 
en el decreto de la Junta Departamental de Montevideo 
n. 35865, de 15 de abril de 2016, y de su reglamentación 
establecida en las resoluciones de la Intendencia de Mon- 
tevideo n.” 2172, de 29 de mayo de 2017, y n.* 2325, de 31 
de mayo de 2017, relacionadas con los estacionamientos 
para bicicletas. 

—TÉNGANSE PRESENTES. 


La Junta Departamental de Artigas remite copia de la 
versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el 
señor edil Leandro dos Santos, relacionadas con el cum- 
plimiento de la Ley n.* 19272, de 18 de setiembre de 2014, 
de Descentralización y Participación Ciudadana. 


La Junta Departamental de Maldonado remite nota 
adjuntando manifestaciones efectuadas en la Comisión 
de Asuntos Internos, relacionado con deudores del Banco 
Hipotecario del Uruguay y de la Agencia Nacional de Vi- 
vienda en el departamento de Maldonado. 


La Junta Departamental de Paysandú remite copia de 
la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el 
señor edil Jorge Dighiero, relacionadas con los retiros y 
pensiones militares. 


La Junta Departamental de Treinta y Tres remite copia 
de varias resoluciones por las que comunica que ha resuel- 
to levantar las observaciones formuladas por el Tribunal 
de Cuentas relativas a los decretos n.* 19/2017 y n-” 1/2018, 
ratificando lo actuado por la Junta Departamental. 

-TÉNGANSE PRESENTES. 


Las Juntas Departamentales de Artigas, Colonia, 
Montevideo, Paysandú, Río Negro y San José comunican, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 225 de la 
Constitución de la república, que han resuelto no aceptar 
las observaciones realizadas por el Tribunal de Cuentas 
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a los proyectos de modificación presupuestal de dichas 
juntas, correspondientes al ejercicio 2018-2020. 

-A LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


La Institución Nacional de Derechos Humanos y De- 
fensoría del Pueblo, de conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 68 de la Ley n.* 18446, de 24 de diciembre de 
2008, remite el informe anual correspondiente al año 2017. 

—HA SIDO REPARTIDO. 

El Tribunal de Cuentas remite oficios transcribiendo 
varias resoluciones relacionadas con los siguientes orga- 
nismos: 

+ Administración de Ferrocarriles del Estado; 

+ Administración de las Obras Sanitarias del Estado; 


+ Administración de los Servicios de Salud del Estado; 


+ Administración de los Servicios de Salud del Estado 
(Región Litoral Oeste y Litoral Norte, Región Sur); 


+ Administración Nacional de Combustibles, Alcohol 
y Pórtland; 


+ Administración Nacional de Correos; 
* Administración Nacional de Educación Pública; 


+ Administración Nacional de Puertos; 


+ Administración Nacional de Telecomunicaciones; 


* Administración Nacional de Usinas y Transmisiones 
Eléctricas; 


+ Agencia para el Desarrollo del Gobierno de Gestión 
Electrónica y la Sociedad de la Información y del Conoci- 
miento 

+ Administración de Ferrocarriles del Estado; 

+ Banco de Previsión Social; 

+ Banco de Seguros del Estado; 

+ Cámara de Representantes; 

+ Cámara de Senadores; 


* Comisión Administrativa; 


+ Convenio de Cooperación Técnica no Reembolsable 
BID n.* ATN/OC-14068-UR; 


* Dirección General de Casinos; 
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+ Facultad de Ingeniería; 


Fiscalía General de la Nación; 


Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay; 


Instituto Nacional de Colonización; 


Intendencia de Montevideo; 


Junta Departamental de Paysandú; 


Ministerio de Desarrollo Social; 


Ministerio de Economía y Finanzas; 


Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca; 


Ministerio del Interior; 


Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; 


Ministerio de Transporte y Obras Públicas; 


Ministerio de Turismo; 


Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente; 


+ Oficina de Planeamiento y Presupuesto; 

* Poder Judicial; 

+ Poder Legislativo; 

+ Presidencia de la República; 

+ Primeras Líneas Uruguayas de Navegación Aérea; 

» Secretaría Nacional del Deporte; 

+ Unidad Centralizada de Adquisiciones; 

+ Universidad Tecnológica. 

—TÉNGANSE PRESENTES. LOS OFICIOS SE EN- 
CUENTRAN PUBLICADOS EN LA PÁGINA WEB 
DEL PARLAMENTO. LA INFORMACIÓN COMPLE- 
TA SE ENCUENTRA A DISPOSICIÓN DE LOS SEÑO- 
RES LEGISLADORES EN LA SECRETARÍA DE LA 
ASAMBLEA GENERAL». 

4) INASISTENCIAS ANTERIORES 

SEÑORA PRESIDENTA.- Dando cumplimiento a lo 

que establece el artículo 29 del Reglamento de la Asam- 


blea General, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


44-A.G. 


(Se da de las siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- A la 
sesión extraordinaria del 4 de abril faltaron con aviso 
los señores legisladores Carol Aviaga, Mario Ayala, José 
Carlos Cardoso, Roberto Chiazzaro, Germán Coutinho, 
Constanza Moreira, Nelson Rodríguez Servetto, Edmun- 
do Roselli, Juan Federico Ruiz, Berta Sanseverino, Laura 
Tassano y María Viñales. 


A la sesión de la Comisión especial derecho a la ali- 
mentación. Asesoramiento, del 15 de mayo, faltaron con 
aviso los señores legisladores Germán Cardoso, Leonardo 
de León, José Mujica e Iván Posada. 


A la sesión de la Comisión especial para disponer los 
homenajes por los 100 años del fallecimiento de José En- 
rique Rodó del 31 de mayo, faltaron con aviso los señores 
legisladores Guillermo Besozzi, Graciela Bianchi, Álvaro 
Delgado, Cecilia Eguiluz, Lilián Galán, Pablo Iturralde, 
Enzo Malán, Rubén Martínez Huelmo, Daniel Radío, Ber- 
ta Sanseverino, Daisy Tourné y Stella Viel. 
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A la sesión de la Comisión especial para el seguimien- 
to de la situación carcelaria del 26 de abril, faltaron con 
aviso los señores legisladores Guillermo Besozzi, Germán 
Cardoso, José Carlos Cardoso, Macarena Gelman, Orquí- 
dea Minetti y Javier Umpiérrez; a la sesión del 17 de mayo, 
faltaron con aviso los señores legisladores José Carlos 
Cardoso, Luis Gallo, Orquídea Minetti, Jorge Pozzi y Ja- 
vier Umpiérrez; y a la sesión del 31 de mayo, faltaron con 
aviso los señores legisladores Guillermo Besozzi, Germán 
Cardoso, José Carlos Cardoso, Orquidea Minetti, Daniela 
Payssé, Jorge Pozzi y Javier Umpiérrez. 


5) ELECCIÓN DE MIEMBROS DEL CONSEJO 
DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Asamblea General in- 
gresa a la consideración del único punto del orden del día: 
«Elección de los miembros integrantes del Consejo de Co- 
municación Audiovisual, de conformidad con lo estable- 
cido en la Ley n.-* 19307, de 29 de diciembre de 2014, re- 
lativa a los servicios de comunicación audiovisual. (Carp. 
n.- 122/2017 - rep. n.* 11/18)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 122/2017 - rep. n.* 11/18 
ASAMBLEA GENERAL 


Comisión e ta 
miembros del Consejo de Comunicación Audiovisual 


RESOLUCIÓN 


La Comisión Especial para la Designación de los Miembros del Consejo de 
Comunicación Audiovisual resuelve: 


Al amparo de lo previsto en el artículo 75 de la Ley N* 19.307, de fecha 29 de 
diciembre de 2014 se propone a los señores David Javier Bonilla, Daniel Lema, Gabriel 
Kaplún y señora Virginia Martínez, para integrar el Consejo de Comunicación Audiovisual. 


Sala de 1 isión, 29 de mayo de 2018, 
MÓNI 
MH > e) | 4 Miem da 
VARO DELGADO PEDRO BORDABERRY ARENA GELMAN 
(Discorde) (Discorde) 
> 
<PABLO GONZÁLEZ UARDO RUBIO 
(Discorde) 


45-A.G. 
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INFORME 
Señores integrantes de la Asamblea General: 


Los integrantes de la Comisión Especial para la 
Designación de los Miembros del Consejo de Comunicación Audiovisual informan que: 


1) Se han cumplido todos los plazos establecidos por el artículo 75 de la Ley N” 
19.307, de fecha 29 de diciembre de 2014, en sus literales A) y B). 

2) Se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso primero del literal C) del artículo 
75, en cuanto al plazo (15 de mayo del corriente mes) y en cuanto a las mayorías 
requeridas que era mayoría especial de 2/3 de votos equivalentes a 6 votos de 
los 9 miembros que integran la Comisión, no alcanzando ninguno de los 23 
postulantes la mayoría requerida. 

3) En este acto que requirió la mayoría absoluta de sus integrantes, resultaron 
electos: 

a. David Javier Bonilla, Electo por 5 en 9 votos de legisladores 
presentes. 
b. Daniel Lema. Electo por 5 en 9 votos de legisladores presentes 
C. Virginia Martínez, Electa por 5 en 9 votos de legisladores presentes 
d. Gabriel Kaplún. Electo por 5 en 9 votos de legisladores presentes 


Es por lo expuesto que tenemos el honor de elevar a la 
Asamblea General, a consideración del Cuerpo la presente resolución. 


Sala de la Comisión, 29 de mayo de 2018. 


VIER 
e des ierntfo informante 
ÁVAR DEL PEDRO BORDABERRY MACAR ELMAN 
(Discorde) (Discorde) 
rabo LATA? LA _ 
<..-PABCTO GO EZ PABLO MIERES DUARDO RUBIO 
(Discorde) (Discorde) 


CARLOS VARELA 
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Presentación de los postulantes electos ante la Comisión Especial para la 
Designación del Consejo de Comunicación Audiovisual 


COMISIÓN ESPECIAL PARA LA DESIGNACIÓN DE LOS MIEMBROS DEL 


CONSEJO DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 


(Sesión celebrada el día 25 de abril de 2018). 


SEÑORA PRESIDENTA.- La comisión tiene el gusto de recibir a la señora Virginia 
Martínez. Escucharemos su exposición acerca de la integración al Consejo de 
Comunicación Audiovisual. 

SEÑORA MARTÍNEZ.- Buen día. En primer lugar, me siento muy honrada de haber 
sido propuesta por la Asociación de Productores —Asoprod- para integrar este consejo, y 
como sé que hay un buen número de candidatos, hombre y mujeres, y que ustedes han 
decidido recibirlos a todos —celebro que así sea-, voy a tratar de ser concisa y breve. 

En primer lugar, voy a decir algunas palabras sobre mi larga vinculación al cine y 
la televisión de este país. Soy productora, realizadora y, además, tuve el enorme privilegio 
de dirigir dos medios públicos como TV Ciudad y Televisión Nacional Uruguay. Si reúno 
ambos períodos totalizo diez años al frente de estos canales, aunque hubo una larga pausa 
entre uno y otro. 

Después que terminé mi período en Canal $ y con la necesidad y el interés de 


conocer más sobre la gestión pública, sobre las políticas públicas, decidí volvera estudiar, 
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y en este momento estoy terminando una maestría sobre género y políticas públicas. 
Asimismo, volví a la docencia que había ejercido largamente en la universidad privada, 
y ahora soy docente de la Sección Periodismo de la Facultad de Información y 
Comunicación de la Universidad de la República. 

Si en esta instancia tengo que elegir un énfasis, prefiero el de la creación como 
realizadora y productora. Creo que también por eso mis colegas de la asociación me 
propusieron para integrar el consejo. 

Preparando esta intervención, hice una especie de línea de tiempo sobre mi 
biografia profesional, que es también la del medio. Forman parte de ella el FONA, TV 
Ciudad, la oficina de locaciones de la intendencia, el ICAU, los fondos concursables, los 
fondos de fomento, la Dinatel, el polo tecnológico de la UTU en sus tecnicaturas 
audiovisuales y de telecomunicaciones, la Facultad de Comunicación y Diseño —a la que 
hice mención recientemente-, la ley del servicio de comunicación audiovisual y ahora la 
discusión y aprobación de la ley de publicidad oficial, entre otros avances y 
transformaciones que ha tenido el panorama audiovisual uruguayo. 

Eso me da una perspectiva para ver esta ley como un mojón en un proceso de 
construcción de institucionalidad de los medios y del cinc. En esa perspectiva pongo el 
acento en lo que tiene esta ley de positivo, de construcción, más allá de lo que deja vacante 
o de lo que es perfectible, Creo que hay de las dos cosas. 

La ley tuvo un proceso de construcción y de elaboración que algunos expertos 
internacionales consideran ejemplar. Se discutió en un comité técnico consultivo, con 
sesiones e informes públicos, reuniendo en acuerdo y en desacuerdo a la academia y a los 
actores públicos y privados. Luego pasó por una larga serie de impugnaciones que 


asumieron la forma de recursos de inconstitucionalidad y salió bien parada. Ahora llega 
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el momento, largamente reclamado, de que se reglamente y se elija —en eso estamos- el 
Consejo de Comunicación Audiovisual. 

Voy a decir dos palabras sobre la ley. Creo que sigue los estándares 
internacionales, tal como indican la normativa y la doctrina internacional sobre la 
legislación de este tipo porque le da al Estado un papel importante en la regulación del 
espectro electromagnético con el fin de asegurar una radiodifusión libre, vigorosa, diversa 
y también —esto es muy importante- porque esto garantiza la libertad de expresión de los 
medios, a los que define como una parte sustantiva en el proceso de debate de los asuntos 
públicos. Por otro lado, tal como lo establecen los estándares de la OEA y de Naciones 
Unidas para los órganos de fiscalización de este tipo de ley —y el Consejo de 
Comunicación Audiovisual lo es—, los miembros de este consejo deben ser independientes 
de la radiodifusión privada, pública o comunitaria; debe ser un órgano colectivo, tener 
una composición plural, estar sometido a procedimientos de gestión claros y públicos y 
rendir cuentas de su gestión. 

Todo esto lo establece la ley para el consejo. 

El consejo tiene potestades de fiscalización, de asesoramiento y de promoción, 
pero yo —no solo por lo acotado del tiempo- quiero hacer un recorte y centrarme en sus 
aspectos de promoción en tres áreas: el fondo de promoción audiovisual, la promoción 
de la alfabetización mediática y los medios públicos. 

Actualmente el país destina USD 1:500.000 anuales a la promoción del sector y 
este consejo prevé un fondo de promoción audiovisual de casi el doble de esa cifra. 
Entonces entiendo que el fondo va a ser un formidable instrumento de promoción de la 
televisión de calidad. Aspiramos a que no solo satisfaga al público local, sino que también 
pueda ser un producto de exportación. Pienso que si pudimos pasar de producir una 


película cada veinte o treinta años a tener un cine nacional —pese a las dificultades- que 
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se configura con su identidad y que es reconocido internacionalmente, también tenemos 
que ser capaces de tener una televisión de calidad y de exportación. No solo hablo de 
ficción —que es una vacante de la televisión uruguaya-, sino también de documentales, 
programas infantiles y reportajes. Creo que este fondo no solo tiene que ser pensado en 
relación con la televisión pública, sino también con la televisión comercial. Los canales 
privados han hecho un gran esfuerzo de inversión y de talento, por ejemplo, en el terreno 
de la ficción, pero no se ha logrado tener continuidad. Tenemos crítica de cine, por 
ejemplo, en los portales periodísticos, en la prensa y en la radio, pero no tenemos todavía 
crítica de televisión en el país y esto es porque tenemos una televisión aún débil. Por otro 
lado, el país está formando profesionales en comunicación y en cine que no solamente 
deberían tener la posibilidad de trabajar en publicidad, sino también en televisión. En este 
sentido, creo que los cineastas y los productores independientes tienen mucho para 
aportar, pues en las mejores televisoras del mundo la parte más dinámica, más creativa y 
de mayor inversión viene de la producción independiente. Es natural que la televisión no 
pueda tener en su plantilla estable a los mejores talentos, creadores, directores y 
guionistas, pero sí puede beneficiarse de sus mejores creaciones, y creo que este fondo 
debe servir para eso. 

Decía que la ley le da al consejo una competencia en la alfabetización mediática 
en el mundo audiovisual, Me parece que este es, también, un campo riquísimo a 
desarrollar, no solamente desde el consejo sino con la colaboración de las universidades 
públicas y privadas y con otros actores, para profundizar una mirada crítica sobre los 
medios y para trabajar sobre la ética la información y sobre la autoexpresión en una 
sociedad donde la gente, los ciudadanos y las ciudadanas no son solo consumidores, sino 
también productores. Creo que en esto vamos un poco rezagados porque ya hay estudios 


sobre alfabetización transmedia -incluso Uruguay ha participado en uno recientemente- 
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que no solamente se ocupan de mirar críticamente a los medios, sino de saber qué hacen 
y qué competencias tienen los jóvenes en cllos. Algunos critican la noción de nativo 
digital porque los jóvenes no nacieron sabiendo pero en realidad no se sabe dónde 
aprenden. La escuela y la familia están un poco perplejas porque esas competencias no se 
enseñan y no sabemos dónde las han adquirido. En definitiva, esa alfabetización 
transmedia me parece muy importante para poder conciliar o reconciliar a la educación 
formal y a los procesos formales de enseñanza y aprendizaje con lo que se sabe y se 
practica en los medios que están fuera de la escuela. 

Por último, quiero referirme a un tema que tiene que ver con los medios públicos. 

Esta ley asigna al sistema de radio y televisión nacional competencias para 
promover normativa vinculada a la comunicación pública y, por otro lado, el Consejo de 
Comunicación Audiovisual recibe de la ley la función de promover el desarrollo del 
sector. Aquí encuentro una confluencia para una tarea impostergable: me refiero a una 
ley específica e integral sobre medios públicos. Una legislación que nos ponga a tono con 
los estándares internacionales, porque si bien la televisión pública ha mejorado 
muchísimo en los últimos años, todavía le falta mucho para estar acorde a lo que la 
Unesco, por ejemplo, define como estándar de televisión de calidad para una emisora 
pública, por ejemplo, una cobertura nacional real y efectiva, independencia en la forma 
de elegir sus autoridades, un presupuesto suficiente y un estándar técnico alto. Creo que 
todos aspiramos a una televisión pública que no sea marginal y que no sea la televisión 
que no se ve o que se ve y se escucha mal. 

Con estos tres puntos y un comentario final cierro mi intervención: creo que este 
Consejo de Comunicación Audiovisual, que es el primero en la historia del país, va a 
marcar un poco el listón de gestión hacia el futuro, por lo tanto, me parece que quienes 


resulten sus integrantes tendrán un gran desafío de mesura en la gestión, de estudio 
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profundo, de investigación y de compromiso porque, de otra manera, no habrá forma de 
cumplir cabalmente la variedad y la calidad de las competencias que le asigna la ley. De 
mi parte, por supuesto que asumo ese compromiso. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos su exposición. Sabemos que ha consentido en 
que sea subida a la web, para que cualquier ciudadano pueda acceder a ella, 

Estamos en contacto. 


(Se retira de sala la señora Virginia Martínez). 
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COMISIÓN ESPECIAL PARA LA DESIGNACIÓN DE LOS MIEMBROS DEL 


CONSEJO DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 


(Sesión celebrada el día 2 de mayo de 2018). 


-La comisión tiene el gusto de recibir al señor David Javier Bonilla, a quien le 
recordamos que tiene 15 minutos para hacer su exposición y que la versión taquigráfica 
de su intervención será publicada en la página del Parlamento, puesto que contamos con 
su consentimiento para que así se proceda. 

Tiene la palabra el señor David Bonilla. 

SEÑOR BONILLA.- Se nos ha convocado a fin de que expongamos individualmente 
nuestras propuestas sobre el tema del Consejo de Comunicación Audiovisual. 

Creo que la palabra «propuestas» es un poco ambiciosa; ante el tamaño de la 
problemática, si yo dijera que voy a hacer las propuestas que tengo sobre la ley, me estaría 
colocando al borde del atrevimiento. En realidad, me parece que la demanda es demasiado 
ambiciosa y, por tanto, me limitaré a poner sobre la mesa algunas ideas porque la vastedad 
de la materia que implica y convoca este futuro Consejo de Comunicación Audiovisual 
es realmente enorme. No hay forma de entrar en los detalles si queremos hacer una 


proposición minimamente coherente. De lo contrario, sería muy largo. 
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Me gustaría comenzar por los desafios, ya que hay unos cuantos que enfrentar. 
Elegí cuatro o cinco ejes de presentación y me referiré a ellos de la manera más sucinta 
posible. Terminaré refiriéndome a los desafios concretos de las materias del Consejo de 
Comunicación Audiovisual, pero empiezo por los que son más grandes que ellos, por 
aquellos que los superan. 

El primer problema —o primer antecedente— es que esto está sucediendo en el 
Uruguay, pero en un proceso muy violento —aunque no sé si esa es la palabra que 
corresponde—, muy rápido, muy dificil de conducir, de una complejización técnica —y 
desde luego política— del espacio audiovisual tradicional. Esto no sucede solamente aquí, 
sino en todos lados. Hay dos ejes: la digitalización como proceso técnico —como no soy 
ingeniero de nada, no conozco el tema y, por tanto, no voy a hablar del asunto, pero todos 
sabemos de qué se trata- y la diversificación y ampliación de las audiencias que lo 
anterior determina. Por lo tanto, la tecnología digital rompe el modelo tradicional —con el 
que, por lo menos los que tenemos bastante edad, nos criamos-, multiplica la calidad de 
la oferta de los medios y, sobre todo, fragmenta las audiencias. A esto hay que agregarle 
=y no voy a extenderme más- el hecho de que, en paralelo o en convergencia, irrumpe 
Internet. Ese escenario no es solo nuestro sino de todos. 

Voy a referirme ahora al segundo eje de trabajo, muy apretadamente planteado. 
Estas transformaciones del modelo tradicional ya están requiriendo —y al decir esto me 
estoy refiriendo a fines de los años ochenta y principios de los noventa- verdaderas tareas 
sustantivas de regulación, ordenamiento, plancación a mediano y largo plazo, que deben 
ser llevadas a cabo. Me alegro de que estemos tratando de hacerlo en nuestro país; ya 
veremos cómo han avanzado unos y de qué manera lo están haciendo otros. Con respecto 


a estos intentos reformistas, que son múltiples y variados -la palabra «global» me resulta 
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demasiado fácil y, por lo tanto, muy poco precisa-, hay una gran parte de nuestra 
civilización que está enfrentándose a esta cuestión. 

Me gustaría destacar que hay dos posiciones que están enfrentando las 
transformaciones mencionadas, pero desde posturas y en direcciones distintas. Grosso 
modo, y muy esquemáticamente, mientras que Europa avanza en cierta dirección, 
América -y fundamentalmente Estados Unidos, que es el ejemplo más típico—lo hace en 
otra. ¿Por qué ocurre esto? Porque hay dos tradiciones distintas. La televisión europea es 
claramente estatista: todo el tema informativo es un servicio público; eso tiene que ver 
con la historia, las guerras y demás. Por otro lado, en el territorio americano -y 
fundamentalmente en Estados Unidos- la información es una actividad de corte privado, 
pero que funciona en el servicio público. Eso hace que, ante la necesidad de cambio, estén 
cambiando, aunque yo diría que acercándose en un punto intermedio. Hay tres ejemplos 
europeos que quiero mencionar puntualmente. En el 2007 el consejo directivo de la 
comunidad europea crea el servicio de comunicación audiovisual del Parlamento 
curopco, que trasmite a los países de la Unión Europea sus consejos para trabajar, 
modificar y llevar a cabo las reformas. Quiero dar dos ejemplos conocidos sobre los que 
estuve explorando: a la ley n.? 7/2010 de España, que avanza, con ciertas rémoras 
hispánicas, digamos, y a la creación en Francia, el 15 de noviembre de 2013  —me parece 
muy importante—, de la autoridad pública independiente, API. Se esboza allí una 
autoridad administrativa independiente con personalidad moral y recursos propios y se le 
otorga a esto que no es privado pero que está muy lejos del aparato estatal tradicional, 
pues se descentraliza— la capacidad de nombrar los presidentes de tres elefantes, como 
Radio Francia, Francia Televisiones y France Medias Monde, que es otro gigante, Eso es 
nombrado por API, que sería parecido al consejo que estamos discutiendo acá. Hace 25 


o 30 años eso lo nombraba el ministro directamente, pero se viene separando. Ese es un 
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camino para enfrentar las transformaciones. Nosotros estamos siguiendo otro porque de 
estas transformaciones en las que estamos no nos vamos a escapar. De este proceso 
tenemos que salir con nuevas herramientas jurídicas porque esta transformación es 
realmente demasiado grande. 

Cito estos ejemplos europeos como comparaciones para señalar que Europa, que 
proviene de una tradición de servicios públicos, avanza hacia dar más autonomía a los 
organismos públicos y a los espacios privados. Cuando fui a estudiar por primera vez 
había una sola radio que no era pública que se oía en Francia, que era Radio Luxemburgo, 
que trasmitía desde Luxemburgo, ya que en territorio francés no había posibilidades de 
trasmitir nada; ahora hay un montón de radios privadas. En América de alguna manera 
tenemos servicios privados de interés público, y estamos avanzando hacia una mayor 
presencia del sector público en el espacio privado. En Estados Unidos es donde eso más 
se nota, pues el espacio privado ha ocupado siempre un lugar mucho más importante, 
Mientras que los europeos descentralizan, pluralizan y fortalecen autonomías públicas y 
privadas, a nosotros nos queda una tendencia en algún sentido contraria, es decir: si 
queremos adecuarmnos a lo que está en marcha, de alguna manera debemos modular 
nuestra tradición privatista, aunque el Uruguay no es el mejor ejemplo de ello y, como 
dije, sí lo es Estados Unidos. Eso evidentemente tiene problemas; de alguna manera, es 
posible que se constate el avance regulatorio. Cuando uno recorre, en una mirada rápida, 
las propuestas de las leyes americanas -me refiero a las latinoamericanas, pues las de 
Estados Unidos no nos interesan fundamentalmente—, advierte que hay nuevas formas de 
intervención en el espacio audiovisual y más regulación administrativa en las cuotas de 
mercado. Por nombrar algún ejemplo: hay estrechamiento de los marcos de operación en 
el ejercicio del periodismo; hay algunos casos de intervención en la definición de 


contenidos; hay nuevas pautas de manejo de las publicidades oficiales. O sea, nosotros 
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formamos parte de esta macrotransformación que ellos quieren plantear en los dos lados 
y el formato que tenemos que adoptar consiste, de alguna manera, en asignar un espacio 
mayor o una capacidad —como tendencia irreversible para que estas reformas lleguen a 
buen puerto—, una presencia más activa o proactiva —habrá que ver después cómo termina 
aterrizando- del sector público en el espacio audiovisual. No voy a hacer referencia a 
otros espacios tan o más importantes que tienen el mismo problema. En realidad, estamos 
hablando de un problema general. 

Dela comparación muy somera que puedo hacer en este corto espacio, me gustaria 
señalar que de esta transformación que nadie va a detener hay que salir con un conjunto 
de nuevas herramientas jurídicas que se adecuen a la nueva situación. En el proceso que 
venimos recorriendo hay algunas cosas que deberían examinadas. Por ejemplo, el 
laborioso proceso de la reglamentación de la ley de medios, en sí mismo no es una 
catástrofe, pero es un problema. El tema es complejo y si, además, nos enredamos en la 
instrumentación, estamos ante un problema. Otro ejemplo: la instalación de la Comisión 
Honoraria Asesora de los Servicios de Comunicación Audiovisual -Chasca-, en octubre 
de 2017, tiene como función clave y primera discutir la propuesta de reglamentación de 
la ley que elevó el Poder Ejecutivo. A la fecha la Chasca ha manifestado que la propuesta 
de reglamentación elevada por ese Cuerpo, cito: «pretende restarle competencias al 
Consejo de Comunicación». Es posible que eso sea cierto, pero es otro tipo de 
disfuncionalidad que tenemos que superar porque tenemos que salir con una herramienta 
que se adecue a la nueva situación del espacio audiovisual. 

Por otra parte, pienso que hay que solucionar la superposición de competencias 
fronterizas que hay entre el Ministerio Industria, Energía y Minería, la Ursec, Antel, 


etcétera. 
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En cualquier caso, no quiero extenderme mucho. Agradezco la convocatoria que 
voy a cerrar diciendo que, en lo que me es personal, esta es una tarea que el país tiene que 
llevar adelante, que inevitablemente vamos a tener que modificar el pasado y que, para 
tranquilidad de todos, a partir de este rápido recorrido que hice por casos como el español 
o por algún ejemplo americano, podemos concluir que no estamos tan mal. No estamos 
demasiado atrasados. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Ha sido muy claro. Estaremos en contacto. Su exposición 


va a colgarse junto con las de los otros postulantes. 
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COMISIÓN ESPECIAL PARA LA DESIGNACIÓN DE LOS MIEMBROS DEL 
CONSEJO DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 


(Sesión celebrada el dia 25 de abril de 2018). 


-La comisión tiene gusto en recibir al señor Gabriel Kaplún, quien dispondrá de 
aproximadamente quince minutos para realizar su exposición. 

SEÑOR KAPLÚN.- Antes que nada, agradezco a los señores legisladores por recibirme 
y les pido disculpas porque estoy un poco afónico. 

En primer lugar quiero mencionar la importancia que tienen la creación e 
instalación de este consejo en el marco de una ley; quienes hemos venido siguiendo el 
proceso previo y posterior a su aprobación hemos estado preocupados por la demora en 
su implementación. En mi caso, desde el ámbito académico incluso he analizado con 
cuidado este proceso y he escrito, tanto en lo académico como a nivel público, alguna 
nota de prensa sobre este asunto. Se trata de una ley que me consta se discutió mucho en 
su momento en ambas cámaras. De hecho, personalmente y acompañando a otros 
compañeros, estuve en las comisiones del Senado y de la Cámara de Representantes para 
brindar opinión institucional —desde la Facultad de Información y Comunicación 


actualmente, antes Licenciatura en Ciencias de la Comunicación— y personal. Recuerdo 
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que el señor legislador Varela presidía la comisión de la Cámara de Representantes que 
analizaba este tema, cuando el actual senador Delgado era diputado. Me acuerdo de que 
conversamos sobre estos temas y de que quedó debiendo una visita a la facultad. 

Decía que en aquel momento mencioné especialmente algunos de los estándares 
internacionales que, por suerte, la ley empieza a cumplir para Uruguay. Así, mencionaba 
los de las relatorías de libertad de expresión, tanto de Naciones Unidas como de la OEA, 
pero también señalaba algo, que son los indicadores de desarrollo mediático de la Unesco. 
Esto es interesante porque en aquella época recién comenzábamos el estudio del 
desarrollo mediático uruguayo con los indicadores que Unesco aprobó en el año 2008 y 
que en 2013 empezamos a aplicar en Uruguay con todas las universidades que tienen 
estudios de comunicación: la Universidad Católica, la ORT, la Universidad de 
Montevideo, la Universidad de la República —mi universidad-, inclusive con 
participación de la UTU, que si bien no es propiamente una institución terciaria en este 
sentido, hizo su aporte allí. Lo menciono porque estos indicadores incluyen especialmente 
miradas sobre la cuestión institucional. Hay varios indicadores, pero uno en particular — 
el 1.6- refiere especialmente a organismos reguladores de los sistemas mediáticos 
independientes. Me parece que ese es un punto clave, y cuando finalizamos este estudio 
en el año 2015 —es bien interesante el momento en que lo terminamos-, si repasan el 
informe final -se los puedo enviar, si así lo desean— verán que dice una serie de cosas y, 
respecto a este indicador, concluye que Uruguay estaba con problemas en ese sentido por 
el marco vigente hasta 2014, pero que aprobada la Ley n.” 19307 la situación iba a mejorar 
mucho una vez que se implementara. Justamente, este es el punto clave, ¿En qué avanza 
esta ley? Avanza en muchos terrenos, pero en particular en la independencia del 


regulador. Ese es uno de los puntos claves en esta materia en el mundo entero. Por eso 


6 de junio de 2018 


6 de junio de 2018 


ASAMBLEA GENERAL 


los estándares internacionales de todo tipo los de Unesco en este caso- destacan este 
aspecto. Entonces, lo primero a dejar en claro es esto. 

También quiero señalar —y se menciona en el informe de Unesco, en acuerdo con 
todas las universidades- que avanza, pero no tanto como hubiéramos querido. Hemos 
sido críticos con algunos aspectos de esta ley y de la creación de este mismo consejo 
porque el Poder Ejecutivo se guardó para si competencias que tradicionalmente tuvo; 
desde la comparación internacional, los que estudiamos estos temas hubiéramos preferido 
que la independencia fuera mayor. El caso más claro y más conocido es la asignación de 
frecuencias de radio y televisión. Si bien el consejo va a tener competencias 
importantísimas en este sentido, la decisión última sigue quedando en manos del Poder 
Ejecutivo, cosa que -lo digo con franqueza- no nos parece lo mejor. De todos modos, 
hay que reconocer que el avance es enorme porque este consejo, por sus características y, 
en particular, por este modo de elección de cuatro de sus cinco miembros, implica una 
diferencia radical respecto a lo que teníamos antes en la regulación en Uruguay. En fin, 
hay otra serie de aspectos interesantes allí. 

Con respecto a qué va a hacer este consejo, está muy claro en el articulado de la 
ley, pero quiero rescatar algunas cosas de las muchas que están, si mal no recuerdo, en el 
artículo 68. Allí se detallan las competencias, Se trata de un conjunto tan grande que uno 
se pregunta cómo actuar con todo eso en los tiempos que corren, con un organismo que 
recién se va a instalar y que —hay que decirlo también— veremos con qué presupuesto 
cuenta. Ese es un tema que los señores legisladores tendrán que analizar en la rendición 
de cuentas, espero que con mucha urgencia. 

Entre los cometidos del consejo es probable que al comienzo haya que elegir y 
priorizar porque todo esto junto va a ser dificil de implementar de golpe. Creo que en el 


tiempo de mandato, en los seis años, el consejo tendrá que dejar todo esto en marcha. De 


61-A.G. 


62-A.G. 


ASAMBLEA GENERAL 


todos modos, quiero destacar algunas competencias que me interesan particularmente. 
Por ejemplo, el en los literales D) y E) del artículo 68 se mencionan tareas de 
investigación y de educación; se refiere a la necesidad de desarrollar la educación 
mediática en el Uruguay, que tiene muchísimos antecedentes, pero que se ha desarrollado 
muy poco de modo sistemático. En ese sentido hay que recordar que la Institución 
Nacional de Derechos Humanos tiene tareas para cumplir y que hasta ahora, a pesar de 
que se lo hemos reclamado, no lo ha hecho. Esto no tiene que ver con el consejo, sino con 
otro organismo, pero el primero también tiene tareas en este sentido. Y hay una que es 
particular del consejo y que figura en el literal E) del artículo 68: «Desarrollar un 
observatorio audiovisual sistematizando los datos estadísticos principales referentes a las 
empresas, agentes y consumidores del sector, tanto a escala nacional como intemacional». 
Esto es clave, Actualmente integro la Chasca “Comisión Honoraria Asesora de Servicios 
de Comunicación Audiovisual- en representación de la universidad y en estos días 
estamos discutiendo la reglamentación de esta ley. Una de las cosas que sentimos como 
carencia en más de un aspecto es que para reglamentar bien hay que tener muchísima 
información; uno puede establecer una cantidad de criterios, pero si no sabe con mucha 
precisión cómo están funcionando las cosas en el país concreto, real, en el conjunto de 
sistemas mediáticos, tiene dificultades para implementar bien. Es probable que algunas 
de las cosas que hoy se reglamenten tengan que ser revisadas periódicamente en base a 
información de mucha calidad. Por suerte al día de hoy contamos con estudios como el 
que realizamos con Unesco, que es una suerte de línea de base de dónde estábamos en 
2014; cabe aclarar que todavía estamos igual porque en ese sentido no ha habido cambios 
radicales. El estudio sigue siendo útil, por suerte y por desgracia, porque hubiera sido 


bueno que en estos tres años se implementara mucho más rápidamente la ley. 
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Estoy mencionando algunas cosas que me importan particularmente, aunque no 
tienen por qué ser la primera prioridad dado que hay cuestiones de mucha urgencia, como 
por ejemplo que se van a cumplir en breve los cuatro años que la propia ley establece para 
que quienes transgredan el límite de tenencia de medios en sus manos, se desprendan de 
ellos. Esto hay que controlarlo y queda muy poco tiempo. Hay cuestiones de urgencia que 
seguramente habrá que trabajar antes, pero a lo largo del tiempo habrá que ir abordando 
todo este conjunto de cuestiones. 

Me preocupa la cuestión presupuestal, y justamente en el informe de Unesco, 
porque los indicadores lo establecen, una de las cosas que siempre se plantean es si se 
garantiza el funcionamiento de esta clase de organismos, porque no basta con crearlos y 
designar sus miembros y, en todo caso, pagarles el sueldo, que eso puede llegar a estar 
garantizado. Hay que darles también los recursos para funcionar. Instrumentar un 
observatorio, por ejemplo, no es una tarea sencilla; va a requerir trabajo y generará costos. 
Es posible que mientras no haya recursos asignados eso sea complicado de hacer y, 
justamente, lo que dice el informe de Unesco es que a nivel de la comparación 
internacional basta con mirar los casos emblemáticos -como la FCC de Estados Unidos, 
por mencionar quizás la más conocida- y el volumen de recursos que manejan para poder 
establecer con autonomía las regulaciones que se plantean. 

Por último, me voy a referir a mi propio caso. Los señores legisladores habrán 
visto mis antecedentes; algunos los conocen porque nos conocemos. Mi tarea en los 
últimos años ha estado vinculada particularmente al mundo académico; de hecho, ya hace 
diez años me concentré en ese mundo, sin dejar de estar vinculado a las preocupaciones 
que, como todo ciudadano, tengo. En particular, nuestra facultad está vinculada a la 
Coalición por una Comunicación Democrática y por eso hay una carta de respaldo. De 


hecho, esta candidatura —la mía— no hubiera existido si esto no hubiera surgido como una 
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propuesta, primero, de la coalición. Después, una vez que esa propuesta existió, a 
mediados del año pasado, en el seno de la coalición dije a mis compañeros que no iba a 
aceptar candidatura alguna si mi propia facultad no la respaldaba. Por eso hay una nota 
de respaldo explícito que el consejo de la facultad resolvió emitir. Para mí eso era clave 
porque eran los dos aspectos que me importaban; no se trata de una candidatura mía en 
este sentido. Inclusive, en lo personal tuve muchas dudas por cuestiones particulares y 
porque no se sabe cómo va a funcionar. Quiero mencionar que no me gusta estar en un 
lugar donde uno no puede hacer todo lo que quiere; yo he sido un hacedor, entre otras 
cosas de la creación de mi propia facultad. Los que conocen ese proceso saben que la 
Licenciatura en Comunicación estaba ubicada en un ruinoso local del Buceo hace pocos 
años, pero ahora, si se dan una vuelta por San Salvador y Jackson verán dónde estamos 
hoy. Me siento, no digo protagonista de ese proceso, pero he sido muy activo. Entonces, 
a alguien que es un hacedor —un investigador, sí, y también un académico y un docente- 
de cosas, le gusta estar donde pueda rendir. Esa era una duda. 

En cuanto a las dudas personales, me gusta mucho lo que hago en la universidad. 
Soy docente con dedicación total, la que tendré que abandonar si asumo una 
responsabilidad de este tipo; lo digo con mucha pena. Por eso dudé mucho. De todos 
modos, en el seno de la coalición se dio esta discusión; la facultad también dio su respaldo 
y, entonces, dije: «Bueno. Es un honor que acepto. Es una responsabilidad por haber 
seguido durante tantos años este proceso». Los señores legisladores habrán visto en mi 
currículo que, además de lo estrictamente académico, habitualmente en representación de 
la propia universidad he tenido un papel muy ligado a estos temas: integré la Comisión 
Nacional de Televisión Digital, allá por el año 2007, que fue un espacio en el que se 
discutió qué iba a hacer Uruguay al respecto. Se trata de un tema sobre el que he escrito 


largamente. Desde ya digo que hay muchos deberes para hacer ahí porque hay cosas que 
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no salieron bien en el terreno de la televisión digital en Uruguay; tengo bastante claro por 
qué después de haber estudiado y comparado con otras realidades. También presidí el 
comité técnico consultivo de esta misma ley, a pedido del Gobiemo de ese momento. Fue 
una tarea ardua, pero muy interesante, y debo decir que todos aprendimos muchísimo; 
recuerdo que estuvieron Andebu, RAMI, etcétera, los académicos, los sindicatos. 
También he estado en los dos organismos consultivos del sector comercial que estaban, 
primero por decreto, y ahora por esta misma ley, asesorando al gobiemo a la hora, por 
ejemplo, de procesar los llamados a frecuencias de radio y televisión: la Comisión 
Honoraria Independiente, creada por un decreto del año 2008 y que integré por la 
universidad, y la Comisión Honoraria Asesora de Servicios de Comunicación 
Audiovisual, que empezó a trabajar hace muy poco tiempo por insistencia nuestra —hay 
que decirlo; también le dijimos al Gobierno que había que ponerla en marcha—, donde 
estamos discutiendo semana tras semana la reglamentación de la ley. Entonces, en ese 
marco de alguien que ha seguido estos temas, me pareció que había una responsabilidad 
que asumir y, si llega el caso de asumirla, tendré que dejar otras tareas que, con franqueza, 
me gustan mucho. 
SEÑOR DELGADO.- Ya que el señor Kaplún integra hoy la Chasca, que se encuentra 
en proceso de elaboración de la reglamentación —y pido disculpas porque no tiene nada 
que ver con esto—, quisiera saber si ya terminó ese proceso. ¿En qué situación se 
encuentra? 
SEÑOR KAPLÚN.- Es un tema bien interesante y sí está vinculado a esto, 

Justamente, varios de los integrantes de la Chasca —los que formamos parte de la 
coalición— hemos señalado en el proceso de discusión que algunos aspectos de la 
reglamentación propuesta por el Gobierno no nos conforman. Lo hemos dicho claramente 


y va a constar en el informe final de la Chasca. Estimo que en no más de quince o veinte 
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días estaremos terminando el trabajo de la Chasca; lo que ocurre es que después el 
Gobierno tendrá que hacer un trabajo muy arduo porque lo que recoge de la comisión 
asesora es, a partir de su propuesta, un conjunto de opiniones y una enorme cantidad de 
contrapropuestas. Nosotros hemos hecho muchas propuestas sobre cómo mejorar esa 
reglamentación, agregando algunas cosas y cambiando otras; en particular —y lo digo con 
total franqueza—, algunos aspectos del articulado propuesto originalmente por el Poder 
Ejecutivo nos parecía que no ayudaban a garantizar la mayor independencia del Consejo 
de Comunicación Audiovisual, tal como lo hicimos saber y constará en el informe final. 
O sea que la pregunta del señor legislador sí tiene que ver con este tema. Obviamente, 
este organismo tiene una opinión no vinculante, por lo que el Gobierno tomará su decisión 
final. 

SEÑOR DELGADO.- ¿No es preceptiva la opinión de la Chasca para la reglamentación? 
SEÑOR KAPLÚN.- Es preceptiva, pero no vinculante. Por eso estamos trabajando 
muchísimo; ¡iba a ser en un régimen mensual, pero nos estamos reuniendo todos los lunes. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presentación del señor Kaplún. Samos que 
ha dado su autorización para que esta exposición se cuelgue en la página web del 
Parlamento. 

SEÑOR KAPLÚN.- Igual que el curriculo y todos los datos que los señores legisladores 
quieran. 


(Se retira de sala el señor Gabriel Kaplún). 
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COMISIÓN ESPECIAL PARA LA DESIGNACIÓN DE LOS MIEMBROS DEL 
CONSEJO DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 


(Sesión celebrada el día 25 de abril de 2018). 


-La comisión tiene mucho gusto en recibir al señor Daniel Lema, quien cuenta 
con 15 minutos como máximo para hacer su exposición acerca del Consejo de la 
Comunicación Audiovisual. Cuando resten tres minutos, le avisaremos para que pueda 
ordenarla. 

SEÑOR LEMA.- Buenos días, señores legisladores y señoras legisladoras. Creo que voy 
a usar menos tiempo del previsto para mi exposición, porque decidí dejar un poco de 
espacio por si quieren hacer algunas consultas, 

Quiero compartir algunas ideas que traje por escrito. 

Comienzo diciendo que alguna vez me tocó venir a esta casa, no para hacer una 
nota sino para denunciar, como integrante de la Asociación de la Prensa Uruguaya, alguna 
violación de los derechos de los trabajadores de los medios de comunicación y siempre 
fuimos muy escuchados por ustedes cuando vinimos a plantear esos temas. Sin embargo 

pido que me crean-, hoy es una ocasión más que especial para mí. Durante veinte años, 
como periodista me tocó recorrer los ambulatorios y despachos de este Palacio para hacer 


notas y registrar debates, y hoy estoy aquí ante la posibilidad, la eventualidad de llegar a 
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cambiar de lugar de mostrador, si se me permite la expresión. Por ello, ante todo, quiero 
agradecer el respaldo a la coalición por una comunicación democrática, en especial, la de 
mis compañeros del Centro de Archivo y Acceso a la Información Pública, Cainfo, que 
también promovieron esta candidatura. Debo reconocer que no estaba en mis planes 
postularme a este cargo cuando en el ámbito de la coalición trabajamos e impulsamos esta 
ley. Es así que fue un honor que a fines del año pasado me hayan propuesto ser uno de 
los candidatos de la coalición. 

Desde mi lugar de militancia, primero en la Asociación de la Prensa y, luego, en 
Cainfo, traté de apoyar una ley que, como los señores legisladores saben, fue muy 
polémica. Aquí quiero hacer una brevísima acotación —porque creo que es importante 
para mí y también para mis compañeros de la empresa donde trabajo, que es el semanario 
Búsqueda—: nunca recibí ninguna queja en mi lugar de trabajo por tener esta militancia e 
impulsar esta ley, lo que valoro enormemente. 

Estamos ante una ley polémica, el largo debate parlamentario así lo demostró y 
luego lo confirmaron los 29 recursos de inconstitucionalidad presentados. Pese a todo y 
a que algunos pocos artículos fueron declarados inconstitucionales, la ley, como dijo el 
expresidente de la Suprema Corte de Justicia, Ricardo Pérez Manrique, ha superado el 
test de constitucionalidad. No digo esto para «camisetear» —si se me permite el término- 
, sino por el contrario, pues creo que nos obliga a quienes apoyamos esta norma a estar 
atentos a que se cumpla y a que no se violen los derechos de nadie. 

Creo que esta ley era necesaria, era importante actualizar la normativa, darle un 
orden y promover la transparencia en cuanto a la adjudicación de señales de radio y 
televisión. 

Tiene que quedar claro que el espectro radioeléctrico es patrimonio de la 


humanidad administrado por el Estado. Es necesario evitar los monopolios u oligopolios 
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en los medios de comunicación; algo tan poderoso como la comunicación no debe estar 
en manos de unos pocos, sino que es necesaria la mayor pluralidad posible. Es también 
importante porque se apuesta a fomentar la producción nacional. A modo de ejemplo, y 
en base a un informe de la Entidad de Gestión Colectiva de Derechos de los Productores 
Audiovisuales de Uruguay, publicada a hace pocos días, en la programación de los 
canales de televisión abierta de Montevideo, en 2016 solo el 3,2 % de las emisiones de 
obras audiovisuales fue de origen nacional. Estamos hablando de un sector que emplea a 
1800 personas, mientras que la producción de obras ronda los seis millones de dólares 
por año. Ni hablar de que cada vez tiene más importancia la difusión de la música 
nacional, algo impensado hace dos décadas en este país. 

Por mi formación profesional, uno de los puntos que centró mi preocupación en 
esta ley fue la libertad de expresión. Creo que la norma en cuestión no la afecta; pienso 
que se tomaron en cuenta estándares internacionales para salvaguardar este derecho. 
Ahora bien: que una ley diga que no puede haber censura previa, que hay libertad de 
expresión y libertad editorial no quiere decir que todo está resuelto y nos podemos quedar 
tranquilos en nuestras casas. Esta libertad, además de existir en el texto, debe darse en los 
hechos. Esa es una de mis principales preocupaciones en tomo a esta ley y su alcance: 
que no se transforme en algún tipo de mecanismo que implique la censura. 

Creo que la ley tiene los resguardos necesarios para evitar esta situación, pero de igual 
forma las personas que integren el consejo deben tener en cuenta estos aspectos y velar 
por la defensa de la libertad de expresión. 

Pienso asimismo que la ley es un desafio para los medios de comunicación y la 
forma en que abordan temas tan delicados, por ejemplo, cuando están involucrados niños, 
niñas y adolescentes. Hay una fórmula en la ley que establece «sin perjuicio de la 


información de los hechos»; allí se establecen una serie de límites para dar cierta 
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información en el horario de protección al menor. Bien; esa es una buena fórmula para 
asegurar que los medios sigan informando pese a esta restricción. En ese marco, creo en 
la necesidad de la autorregulación de los trabajadores de los medios, en promover el 
debate y la discusión sobre cuál es la mejor forma para ofrecer productos de calidad. Más 
que sancionar, se trata de autorregular y por eso asigno una especial importancia a que 
cada medio discuta un código de ética periodística para que tengan reglas claras de trabajo 
y para que, en especial, la ciudadanía entienda cuál es el marco en el que trabajan los 
periodistas. 

El Consejo de Comunicación Audiovisual tiene también un enorme desafío ante 
sí: en la ley se le establecieron 26 competencias para aplicar y hacer cumplir la normativa, 
pero la apuesta es mayor aun si tenemos en cuenta que será un organismo que arranca de 
cero. Por eso, como integrante de la coalición confío en la capacidad de lograr acuerdos 
que tienen los señores legisladores para dar el mayor respaldo a este consejo tan nuevo. 

Como dije al comienzo, han sido hasta ahora veinte años de periodismo, con 

aciertos y errores, y militancia social. La mayoría de los presentes me conoce. Les 
agradezco el tiempo brindado y quedo a las órdenes para responder sus consultan, si así 
lo consideran. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Si los integrantes de la comisión no desean formular 
preguntas, dado que el señor Lema —sabemos que ha consentido en que su exposición se 
cuelgue para que puedan acceder a ella los ciudadanos en general- ha sido muy claro en 
su exposición, solo nos resta agradecerle la presencia. Nos mantenemos en contacto. 


(Se retira de sala el señor Daniel Lema). 
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Disposición citada 


Ley N* 19,307, de 29 de diciembre de 2014 


SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 


CAPÍTULO II 
CONSEJO DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 


Artículo 665. (Consejo de Comunicación Audiovisual).- Créase como órgano 
desconcentrado del Poder Ejecutivo, sin perjuicio de su capacidad de avocación, 
el Consejo de Comunicación Audiovisual, que será responsable de la aplicación, 
fiscalización y cumplimiento de las disposiciones de la presente ley y su 
reglamentación en todo lo que no se encuentre bajo la competencia del Poder 
Ejecutivo o de la Ursec. 


Articulo 67. (Finalidad).- Actúa en función del interés general, protege y 
promueve el ejercicio del derecho a la libertad de expresión, derecho a la 
información y los derechos culturales de todas las personas y de los prestadores 
de servicios de comunicación audiovisual de conformidad con los marcos legales 
vigentes. 


Artículo 68. (Competencias).- 
A) Elaborar su reglamento interno de funcionamiento. 


B) Monitorear las políticas y gestión de los medios del Sistema Público de 
Radio y Televisión Nacional (SPRTN). 


C) Estudiar y monitorear el funcionamiento y promover y estimular el desarrollo 
del sector. 


D) Velar por la promoción de la alfabetización mediática en el ámbito 
audiovisual con la finalidad de fomentar la adquisición de la máxima 
competencia mediática por parte de la población. 
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E) Desarrollar un observatorio audiovisual sistematizando los datos 
estadísticos principales referentes a las empresas, agentes y consumidores 
del sector, tanto a escala nacional como internacional. 


F) Asesorar al Poder Ejecutivo y a sus organismos competentes aportando 
insumos para la formulación, instrumentación y aplicación de la política de 
comunicación audiovisual. 


G) Hacer cumplir la presente ley, sus reglamentaciones, las resoluciones 
emanadas del mismo y los actos jurídicos habilitantes de la prestación de 
servicios, dentro de su competencia y sin perjuicio de las competencias 
propias del Poder Ejecutivo y de la Ursec en la materia. 


H) Fiscalizar el respeto a los derechos de las personas. 


1) Asesorar, participar en la elaboración y monitorear las políticas para la 
protección y promoción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes 
en los servicios de comunicación audiovisual. 


J) Elaborar los reglamentos y pliegos de bases y condiciones que regirán los 
llamados a interesados en prestar servicios de comunicación audiovisual, 
con el asesoramiento técnico de la Ursec, y con el asesoramiento no 
vinculante de la Comisión Honoraria Asesora de Servicios de Comunicación 
Audiovisual (Chasca). 


K) Previa autorización del Poder Ejecutivo, realizar los llamados públicos y 
abiertos a interesados en obtener una autorización o licencia para brindar 
servicios de comunicación audiovisual y la respectiva concesión de uso de 
espectro radioeléctrico, en caso de corresponder. 


L) Convocar, junto a la Ursec cuando corresponda, las consultas o audiencias 
públicas previstas en la presente ley y las que estime necesarias, dando 
debida publicidad a estas. 


M) Fiscalizar y verificar el cumplimiento de las obligaciones previstas en la 
presente ley y los compromisos asumidos por los prestadores de los 
servicios de comunicación audiovisual en los aspectos legales, 
administrativos, de contenidos y en el proyecto comunicacional. 


N) Mantener vínculos internacionales con entidades de similar competencia, 
proponer al Poder Ejecutivo la participación en organismos internacionales 
y asesorarlo en materia de convenios internacionales, dentro de su ámbito 
de acción. 


Ñ) Asesorar en los procedimientos de concesión, autorización, transferencia, 
renovación, revocación y declaración de caducidad de las concesiones, 
autorizaciones y licencias para prestar servicios comprendidos dentro de su 
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competencia, los que deberán basarse en los principios generales de 
publicidad, igualdad y no discriminación. 


O) Dictar normas e instrucciones particulares sobre el funcionamiento de los 
servicios comprendidos en su competencia, con arreglo a lo establecido por 
las políticas sectoriales y los objetivos enunciados en la presente ley, 
pudiendo requerir a los prestadores públicos y privados información que 
sea relevante para el cumplimiento de sus fines. 


P) Proteger los derechos de usuarios y consumidores, de acuerdo a las 
previsiones de la Ley N* 17.250, de 11 de agosto de 2000, en los servicios 
comprendidos dentro de su competencia. 


Q) Entablar, cuando lo considere pertinente, la Acción de Protección de los 
Derechos en la Comunicación, para garantizar el pleno goce de los 
derechos de las personas reconocidos en los artículos 28, 31, 32, 33 y 34 
de la presente ley, de conformidad con lo establecido en los artículos 43 a 
50 del Título IV, Capítulo VI de la presente ley. 


R) Aplicar todas las sanciones establecidas en el Capitulo correspondiente de 
la presente ley, salvo las que son de exclusiva competencia del Poder 
Ejecutivo y las que aplique el Poder Judicial, por la violación de los derechos 
de las personas reconocidos en los artículos 28, 31, 32, 33 y 34 de la 
presente ley. 


S) Mantener actualizados los registros de acceso público creados por la 
presente ley. 


T) Recibir de los titulares de servicios de comunicación audiovisual sus 
balances anuales con contabilidad suficiente y auditada en tiempo y forma 
que dispondrá la reglamentación, los que serán tratados en los términos 
que establece la Ley N* 18.331, de 11 de agosto de 2008. 


U) Prevenir y desalentar las prácticas monopólicas u oligopólicas, las 
conductas anticompetitivas, predatorias o de abuso de posición dominante. 


V) Implementar mecanismos para la solución arbitral de las diferencias que se 
susciten entre agentes del mercado de los servicios de comunicación 
audiovisual. 


W) Vigilar el cumplimiento de los cometidos del SPRTN y la adecuación de los 
recursos públicos asignados para ello. 


X) Convocar anualmente a la Chasca a los efectos de presentarle un informe 
de gestión. 
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Y) Recomendar al Poder Ejecutivo nuevos eventos de interés general para la 
sociedad a incluir en los alcances y con las condiciones del artículo 39 de 
la presente ley y fiscalizar que el ejercicio de los derechos exclusivos para 
la emisión o retransmisión de dichos eventos, no perjudique el ejercicio del 
derecho al acceso a los mismos. 


Artículo 69. (Institucionalidad).- El Consejo de Comunicación Audiovisual se 
vinculará administrativamente con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería y actuará con autonomía técnica. 


A los efectos de cumplir con los artículos 118 y 119 de la Constitución de la 
República, el Consejo de Comunicación Audiovisual lo hará a través del propio 
Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


Podrá comunicarse directamente con los Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados y demás órganos del Estado. 


Recibirá asesoría técnica de Ursec, la que seguirá teniendo potestad de 
fiscalización técnica de los servicios de comunicación audiovisual. 


Ajustará su actuación a los principios generales y reglas de procedimiento 
administrativo vigentes para la Administración Central. 


Sus actos administrativos podrán ser recurridos de conformidad con lo que 
disponen los artículos 317, 318 y 319 de la Constitución de la República y el 
Decreto-Ley N* 15.524, de 9 de enero de 1984, la Ley N* 15.869, de 22 de junio 
de 1987 y los artículos 40, 41 y 42 de la Ley N* 17.292, de 25 de enero de 2001. 


Artículo 70. (Financiamiento).- Para el cumplimiento de sus cometidos, el 
Consejo de Comunicación Audiovisual dispondrá de los siguientes recursos: 


A) Las tasas y precios que perciba de los operadores públicos o privados que 
desarrollen actividades comprendidas en su competencia, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 188 de la presente ley. 


B) El producido de las multas que aplique. 

C) Las asignaciones que le sean atribuidas por disposiciones presupuestales. 
D) Los legados y las donaciones que se efectúen a su favor. 

E) Todo otro que le sea asignado o que resulte de su gestión. 


Artículo 71. (Integración).- El Consejo de Comunicación Audiovisual estará 
integrado por cinco miembros, incluyendo un presidente. 


El presidente tendrá a su cargo la representación del Consejo de Comunicación 
Audiovisual. 
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El Consejo tendrá la calidad de ordenador secundario de gastos y pagos. 


Artículo 72. (Perfiles).- Los integrantes del Consejo de Comunicación 
Audiovisual deberán acreditar experiencia, calificación e idoneidad adecuadas 
para la función a desempeñar y en la defensa de los derechos a la libertad de 
expresión e información. 


No podrán, hasta transcurridos tres años desde la fecha del cese, ocupar 
cargos públicos de particular confianza política o cargos públicos electivos. 


Los titulares de los referidos cargos tendrán derecho a percibir el subsidio 
consagrado por el inciso final del numeral 2 del literal c) del artículo 35 del 
llamado acto institucional N* 9, del 23 de octubre de 1979, en la redacción dada 
por el artículo 5% de la Ley N* 15.900, de 21 de octubre de 1987, con las 
modificaciones del artículo único de la Ley N* 16.195, de 16 de julio de 1991, en 
los términos y condiciones allí dispuestos. 


Cuando al momento de su designación ocuparan otros cargos públicos, 
quedarán suspendidos en los mismos a partir de su aceptación y por todo el 
tiempo que actúen como integrantes del Consejo, de acuerdo a lo establecido en 
el artículo 21 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005. 


Estarán comprendidos en la obligación establecida en el artículo 10 y 
siguientes de la Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998. 


Artículo 73. (Incompatibilidades).- El cargo de miembro del Consejo de 
Comunicación Audiovisual es incompatible con: 


A) El ejercicio de actividades que pudieran afectar su independencia o 
imparcialidad; 


B) Tener vínculos directos o indirectos con empresas o emprendimientos 
comerciales vinculados a la radio, la televisión, la publicidad, las 
telecomunicaciones o la comunicación; 


C) El ejercicio de otra actividad remunerada, pública o privada, salvo la 
docencia o la investigación académica; 


D) El ejercicio de funciones o cargos directivos o de asesoramiento en partidos 
políticos, sindicatos, comisiones, asociaciones, sociedades civiles o 
comerciales, fundaciones o similares; 


E) La actividad política partidaria y gremial o sindical, con excepción del voto. 


No podrán ejercer funciones, cargos directivos o de asesoramiento, ni otras 
funciones en empresas o emprendimientos comerciales vinculados a la radio, la 
televisión, la publicidad, las telecomunicaciones o la comunicación, hasta por un 
año luego de finalizado su mandato. 
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Artículo 74. (Designación).- El Presidente del Consejo será designado por el 
Presidente de la República en acuerdo con el Consejo de Ministros, y los 
restantes cuatro miembros serán elegidos por la Asamblea General sobre 
propuesta motivada en las condiciones personales, funcionales y técnicas, por 
un número de votos equivalente a 2/3 (dos tercios) de sus integrantes. 


Si no se obtuviera este número de sufragios, para todos o algunos de los 
cargos, se citará a la Asamblea General a una nueva sesión dentro de los 
sesenta días corridos siguientes, y en este último caso se deberá obtener el voto 
conforme de la mayoría absoluta de los integrantes de la Asamblea General. 


Artículo 75. (Propuesta).- La Asamblea General integrará una Comisión 
Especial de nueve miembros conformada por todos los partidos políticos con 
representación en aquella, con el cometido de formular las propuestas de 
candidatos, según el siguiente procedimiento: 


A) Dentro de los quince días siguientes a la constitución de la Comisión, los 
miembros de la Asamblea General podrán proponer, en forma fundada, 
precandidatos que se ajusten a las cualidades descriptas en el artículo 72 
de la presente ley. 


B) Dentro de los treinta días siguientes, la Comisión podrá invitar y recibir a 
ciudadanos particulares u organizaciones sociales para escuchar 
propuestas o recabar opiniones sobre los precandidatos. 


C) En el término de los siguientes treinta días, la Comisión procederá a elevar 
a decisión de la Asamblea General la propuesta del candidato, resolución 
que en la Comisión deberá ser adoptada por dos tercios de sus integrantes. 


Si no se obtuviera este número de sufragios, para todos o algunos de los 
cargos, se citará a la Comisión a una nueva sesión dentro de los quince días 
corridos siguientes, y en este último caso se requerirá el voto conforme de la 
mayoría absoluta de sus integrantes. 


Artículo 76. (Mandato).- Los integrantes del Consejo de Comunicación 
Audiovisual con excepción del presidente, desempeñarán sus cargos en régimen 
de dedicación total y por un plazo de seis años, pudiendo ser prorrogable, por 
única vez, por un período no mayor a tres años. 


Los miembros salientes permanecerán en sus funciones hasta que asuman los 
nuevos miembros designados. 


El Presidente del Consejo permanecerá en su cargo hasta el cese del mandato 
del Presidente de la República que lo designó. 


Artículo 77. (Cese).- Los integrantes del Consejo de Comunicación Audiovisual 
cesarán por: 
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A) Expiración del plazo de su nombramiento, sin perjuicio de los casos en que 
se extienda hasta que asuma un nuevo miembro. 


B) Incapacidad superviniente. 
C) Renuncia aceptada. 


D) Por haber sido condenado, mediante sentencia firme, por delito con pena 
de penitenciaria. 


E) Destitución por alguna de las siguientes causales: 


1. Actuar con notoria negligencia en el cumplimiento de las obligaciones y 
deberes del cargo. 


2. Haber incurrido en falta grave a los deberes inherentes al cargo. 


3. Incompatibilidad superviniente en caso de que no hubiera presentado 
renuncia o dejado sin efecto la misma, de conformidad con lo 
establecido por el artículo 73 de la presente ley. 


El Presidente del Consejo de Comunicación Audiovisual podrá ser destituido 
por el Presidente de la República actuando en Consejo de Ministros. Los 
restantes cuatro miembros podrán ser destituidos por la Asamblea General por 
el voto de la mayoría absoluta de sus integrantes y en sesión pública en la que 
el imputado podrá ejercer su defensa. 


En caso de renuncia, esta deberá presentarse ante el Consejo de 
Comunicación Audiovisual quien, de aceptarla, la comunicará a la Presidencia 
de la Asamblea General. 


En cualquiera de las hipótesis de cese se procederá a designar un sustituto de 
conformidad a los procedimientos previstos y, hasta tanto no se produzca la 
designación, el Consejo funcionará con el número de miembros restantes. 


Artículo 78. (Retribución).- La retribución mensual del Presidente del Consejo 
de Comunicación Audiovisual será equivalente a un 80% (ochenta por ciento) de 
la otorgada al Subsecretario de Estado, mientras que la de los restantes 
integrantes será equivalente a un 70% (setenta por ciento) de dicha retribución. 


77-A.G. 


78-A.G. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dado que en el Reglamen- 
to de la Asamblea General no está previsto el régimen de 
discusión a dar en un informe de este tipo, la presiden- 
cia propone aplicar el criterio de asignar treinta minutos 
como máximo a cada legislador. Sin embargo, como exis- 
te una diferencia en lo que tiene que ver con la miembro 
informante, propone a los señores legisladores tratar con 
flexibilidad su intervención y, en caso de ser necesario, 
concederle la prórroga que requiera e, incluso, permitirle 
intervenir más de una vez. 


Se va a votar si los señores legisladores están de acuer- 
do con el criterio expresado. 


(Se vota). 
-112 en 112. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora legis- 
ladora Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Gracias, señora presidenta, y 
gracias, señoras y señores integrantes de la Asamblea Ge- 
neral. 


Nos corresponde hacer el informe en mayoría de lo que 
fue el tratamiento de este tema en la comisión. 


La Ley n.* 19307, de 29 de diciembre de 2014, Ser- 
vicios de comunicación audiovisual. Regulación de su 
prestación, crea como órgano desconcentrado del Poder 
Ejecutivo el Consejo de Comunicación Audiovisual, con 
competencias en la aplicación, fiscalización y cumpli- 
miento de las disposiciones de la misma, sin perjuicio de 
las competencias específicas del Poder Ejecutivo y de la 
Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones. 


El artículo 71 de la mencionada ley prevé que el Con- 
sejo de Comunicación Audiovisual estará integrado por 
cinco miembros, incluyendo su presidente o presidenta. 


En cuanto a la forma de designación de los miembros, 
el artículo 74 establece que el presidente del consejo será 
designado por el presidente de la república en acuerdo con 
el Consejo de Ministros, y los restantes integrantes serán 
elegidos por la Asamblea General sobre propuesta motiva- 
da en las condiciones personales, funcionales y técnicas, 
por un número de votos equivalente a dos tercios de sus 
integrantes. 


En caso de que no se obtuviere el número necesario 
de votos, para todos o algunos de los cargos, se citará a la 
Asamblea General a una nueva sesión dentro de los sesen- 
ta días corridos siguientes, y en este último caso se deberá 
obtener el voto conforme de la mayoría absoluta de los 
integrantes de la Asamblea General. 
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Con respecto al procedimiento de propuesta y selec- 
ción, el artículo 75 de la misma ley establece que la Asam- 
blea General integrará una comisión especial de nueve 
miembros, conformada por todos los partidos políticos 
con representación parlamentaria, con el cometido de for- 
mular las propuestas de candidatos, y establece los plazos 
para hacerlo. 


La comisión que integramos comenzó a funcionar el 
15 de diciembre de 2017 y, dado que ese mismo día daba 
inicio el receso parlamentario, solicitamos el asesora- 
miento de la dirección jurídica de esta casa, llegando a 
la conclusión de que los plazos debían correr a partir de 
su levantamiento. Sin duda que, tratándose de la primera 
oportunidad en que se elige este consejo, era nuestra in- 
tención que el conjunto de la ciudadanía tuviera el mayor 
conocimiento al respecto. 


¿Cómo serían los pasos a seguir? Según el literal A) 
del artículo 75 de la ley, dentro de los quince días siguien- 
tes a la constitución de la comisión, los miembros de la 
Asamblea General podremos proponer, en forma fundada, 
precandidatas o precandidatos que se ajusten a las condi- 
ciones previstas en el artículo 72 que, como referimos, tie- 
nen que ver con las características y las funciones técnicas 
que avalen las propuestas. En esta instancia se presentaron 
dos de los candidatos que finalmente constituyeron la nó- 
mina. 


El segundo momento serían los treinta días siguientes, 
en los que la comisión podrá invitar y recibir a ciudadanos 
particulares u organizaciones sociales para escuchar pro- 
puestas o recabar opiniones sobre los candidatos. Esto está 
previsto en el literal B) del artículo 75 antes nombrado. Es 
así que en este período la comisión recibió a la Asociación 
de la Prensa Uruguaya y a la Coalición por una Comuni- 
cación Democrática; esta última es un espacio que reúne 
a treinta organizaciones sociales y sindicales y, además, 
ciudadanos. Igualmente, aunque no de manera presencial, 
manifestaron su opinión Asoprod —Asociación de Produc- 
tores y Realizadores de Cine del Uruguay- y la Cámara 
Uruguaya de Televisión para Abonados. 


En el término de los siguientes treinta días la comi- 
sión debe proceder a elevar a esta asamblea la decisión, 
con la propuesta de candidatos, resolución que en la co- 
misión debería haber sido adoptada por dos tercios de sus 
integrantes. De no obtenerse esa mayoría especial —lo que 
ocurrió en la totalidad de las candidaturas, aunque queda 
claro que esta excepción puede ser para la totalidad o para 
alguno de ellos—, se cita —tal como se hizo— a una nueva 
comisión dentro de los quince días —corridos— siguientes a 
esa instancia de sufragio y, en el último caso, se requiere la 
mayoría absoluta de los integrantes de la comisión. 


Todos estos fueron los extremos que, efectivamente, se 
dieron, o sea que la comisión hizo uso de todos los plazos 
máximos previstos en la ley. 
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Durante el proceso se presentaron veintisiete postulan- 
tes. Uno de ellos presentó su postulación en forma extem- 
poraria, por lo que se acordó no tenerlo en cuenta, y tres 
retiraron su postulación mediante comunicación escrita 
dirigida a la comisión; en consecuencia, quedaron veinti- 
trés postulantes habilitados, los que fueron entrevistados 
en su totalidad. La comisión tomó la decisión de no excluir 
a ninguno de los que efectivamente tuvieran intención de 
postularse. 


Se procedió al análisis de la documentación aportada, 
a la verificación y acreditación del cumplimiento de los 
perfiles requeridos en la ley para ocupar el cargo. 


Debemos destacar que la ley prevé muchas incompati- 
bilidades, pero ello no impide la postulación; entonces, en 
caso de que subsistan incompatibilidades cuando confir- 
memos a alguno de los integrantes, ciertamente deberán 
resolverse, o bien descartarse. 


Como decíamos, para integrar el Consejo de Comu- 
nicación Audiovisual, la ley prevé que deberá acreditar- 
se experiencia, calificación e idoneidad para la función a 
desempeñar, así como el compromiso con la defensa de 
los derechos a la libertad de expresión e información, tal 
como establece el artículo 72, «Perfiles». 


Entre los postulantes había casos de personas que pre- 
sentaron propuestas de trabajo; gente con posibilidad de 
realización sin tener experiencia previa, pero teniendo, sí, 
fundamentadas propuestas de desarrollo futuro. La limi- 
tante es que la propia ley define que se debe tener antece- 
dentes. Sin duda, esto deberíamos pensarlo fuera de un 
contexto de elección porque limita. Vale destacar que la 
comisión valoró como muy interesantes los currículos re- 
cibidos; lo cierto es que configuran antecedentes que ava- 
lan su consideración. 


Ahora nos referiremos a los períodos habilitados para 
proponer precandidatos, en función de la normativa su- 
praindicada. Esto es importante porque siempre nos cues- 
ta recoger la historia de otros organismos en los que esta 
Asamblea General tiene la competencia de designar, y 
creemos importante que quede registrado en una sola ver- 
sión taquigráfica el primer procedimiento en el caso de la 
provisión de los cargos para el Consejo de Comunicación 
Audiovisual. 


La postulación de parte de legisladores y legisladoras 
se llevó a cabo entre el 1. y el 15 de marzo de 2018. 


El período de inscripción de aspirantes para integrar el 
consejo, en el llamado público, se extendió desde el 16 de 
marzo, a las 09:00, hasta el 14 de abril a las 18:00, es decir 
que en este caso hubo un día feriado. Ahora bien, como 
en el caso del primer periodo no se aclara que sean días 
corridos y, a su vez, en diferentes períodos existen distin- 
tos criterios respecto a tratarse de días corridos, o no, ello 
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supuso que la comisión tuviera una única lectura a fin de 
dar transparencia y claridad a cada una de estas etapas. 


Las inscripciones podían realizarse personalmente en 
la Secretaría de la Comisión especial para la designación 
de los miembros del Consejo de Comunicación Audiovi- 
sual, de lunes a viernes en el horario de 13:00 a 18:00, 0 a 
través de un correo electrónico de la propia comisión, con 
la documentación requerida y acreditando el perfil solici- 
tado en el artículo 72 de la ley respectiva. 


Hubo muchas dudas acerca de si correspondía, desde 
el inicio, colgar los currículos de las personas. Finalmente, 
optamos —por no haberlo trasmitido con antelación— por 
colgar la exposición —consideramos que era lo mejor—, y 
también decidimos que cuando los convocáramos, cada 
uno de ellos dispondría de quince minutos para presentar- 
la. De esta forma veíamos las propuestas de trabajo en un 
marco de cierta homogeneidad, ya que en muchos casos 
los currículos eran muy extensos. 


Desde el 15 de abril al 14 de mayo, la comisión tra- 
bajó en la definición de los nombres que, finalmente, hoy 
traemos a consideración. Como dijimos, en la primera ins- 
tancia en comisión se requerían dos tercios de votos, pero 
dado que esa mayoría no se obtuvo, en la segunda instan- 
cia —el día 29 del pasado mes— se votaron, por mayoría 
absoluta, los cuatro nombres que hoy traemos a considera- 
ción de este Cuerpo. 


Elaboramos una propuesta de resolución en la que ex- 
presamos, en primer término, que se han cumplido las eta- 
pas previstas en los literales A) y B) del artículo 75 de la 
Ley n. 19307, de 29 de diciembre de 2014. 


En un segundo punto decimos que se dio cumplimien- 
to a lo dispuesto en el inciso primero del literal C) del 
artículo 75 en cuanto al plazo —15 de mayo del corriente— 
y a las mayorías requeridas, que era mayoría especial de 
dos tercios de votos equivalentes a seis votos de los nueve 
miembros que integran —Integramos— la comisión. Ningu- 
no de los veintitrés postulantes alcanzó la misma. 


Como tercer punto señalamos que se efectuó una nue- 
va sesión —en cuyo caso se requería la mayoría absoluta 
de los integrantes de la comisión—, resultando electos, por 
cinco en nueve votos de legisladores presentes, los candi- 
datos David Javier Bonilla, Daniel Lema, Virginia Martí- 
nez y Gabriel Kaplún. 


Cabe consignar que en todos los casos los votos afir- 
mativos corresponden a la bancada oficialista al no haber 
habido acuerdo con el resto de los representantes políticos 
que integran la comisión. 


Creímos que traer una resolución en el día de hoy era el 
mecanismo más idóneo que podíamos seguir. 
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No está previsto el mecanismo de votación, esto es, si 
debe hacerse por cédula o a mano alzada, ni si debería- 
mos pronunciarnos por todos los candidatos en conjunto, 
o por cada uno de ellos en forma separada. En todo caso, 
entendemos que si al momento de votar, algún integrante 
de la Asamblea General requiere el desglose —por decir- 
lo así—- de alguna de las candidaturas, debería procederse 
igual que cuando se solicita el desglose de un artículo —o 
de un inciso de un artículo— de un proyecto de ley a con- 
sideración. 


A su vez, creemos que más adelante deberíamos te- 
ner instancias de previsión de algunos huecos que esta ley 
tiene porque, por ejemplo, después de la asamblea de hoy 
no prevé otro plazo que no sea el de hasta sesenta días 
para que, como decíamos, si no se obtienen los dos tercios 
hoy, pueda obtenerse la mayoría absoluta en esa segunda 
instancia. 


Más allá de las diferencias —que se van a expresar en 
la sesión de hoy-, la labor de la comisión fue intensa e 
interesante, lo que demuestra que disponemos de talentos 
y competencias suficientes, hombres y mujeres dispuestos 
y con formación comprobada para avanzar en este tema. 


Sin duda, entre nosotros ha habido enormes diferen- 
cias en función de que la ley que prevé este consejo que 
hoy nosotros estamos intentando designar, fue sumamente 
discutida; se aprobó exclusivamente con el voto de la ban- 
cada oficialista en su momento y, además, fue recurrida 
intensamente ante la Suprema Corte de Justicia. Por lo 
tanto, se trata de una ley minuciosamente estudiada, desde 
diferentes ángulos, y creemos que el paso que podríamos 
consagrar a partir del día de hoy es muy importante para 
poder darle funcionamiento. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señora legisladora? 


SEÑORA XAVIER.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: en reali- 
dad, quiero hacer una consulta porque no me quedó claro 
cómo va a ser el procedimiento de votación. No sé si eso se 
habrá conversado en la coordinación. Aquí se ha dicho que 
se puede pedir el desglose de algún nombre, pero, en rea- 
lidad, normalmente se presenta la lista de nombres y cada 
legislador elige, o se votan por cédula los nombres que se 
quieren apoyar. No entiendo por qué se habla de pedir un 
desglose de nombres. Solicito, pues, que se me explique el 
procedimiento a aplicarse en esta oportunidad. 


Adelanto mi forma de entenderlo. Pienso que al igual 
que se hizo con la Institución Nacional de Derechos Hu- 
manos y Defensoría del Pueblo, hay que presentar toda la 
lista y cada uno elige de allí, haciendo una cruz o con cé- 
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dulas que contengan los nombres. Realmente, no entiendo 
cómo es el procedimiento de sacar de la lista, por lo que 
realmente agradecería una explicación al respecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar la señora 
legisladora Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Señora presidenta: sin pretender 
sustituir a la Mesa, que hará las aclaraciones correspon- 
dientes, señalamos lo siguiente. 


En su oportunidad consultamos si efectivamente de- 
bíamos votar mediante un mecanismo de cédulas, a lo que 
se nos respondió que no, que la votación debía hacerse a 
mano alzada. Dado que nosotros tenemos una resolución 
de la comisión, entendemos que se debe votar tal resolu- 
ción, que contiene los cuatro nombres. En lo personal, me 
adelanté a expresar mi parecer en el sentido de que si en al- 
gún caso un integrante de este Cuerpo solicitaba votar los 
candidatos uno a uno, o desglosar un nombre, era posible 
hacerlo, por analogía, igual que en el caso de la considera- 
ción de un proyecto de ley. 


De todos modos, no tengo inconveniente y me avengo 
a lo que la Mesa entienda que debe ser el procedimiento de 
votación que esté definido. 


Finalizo diciendo que, por todo lo expuesto, tenemos el 
honor de elevar a consideración de esta Asamblea General 
la presente resolución, adoptada por mayoría en la comi- 
sión correspondiente. 


Muchas gracias. 
SEÑOR DELGADO. Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR DELGADO. Señora presidenta: no sé si los 
criterios los va a dar a conocer la Mesa ahora o después; 
me parece importante consultarlo a fin de saber cómo va 
a seguir la sesión. 


Hoy estamos discutiendo la integración de un organis- 
mo que es realmente importante, que posee competencias 
sustanciales y una gran discrecionalidad. 


Como bien decía la miembro informante, la ley respec- 
tiva fue votada exclusivamente por el Frente Amplio —en 
diciembre de 2014—, luego de un arduo trabajo en comi- 
sión. Mi amigo, el señor legislador Varela recordará muy 
bien que en la Comisión de Industria, Energía y Minería 
de la Cámara de Representantes estuvimos casi dos años 
en ese proceso de discusión profunda de la ley. 


Obviamente, cuando hablamos de la integración de 
este organismo, hay que ver no solo las incompatibilida- 
des a que se hacía referencia, que de por sí son muchas, ya 
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que se establecen todas excepto la docencia; no se puede 
tener ninguna actividad remunerada durante el ejercicio y 
el año posterior al cese de funciones permanecen algunas 
inhibiciones. 


Debemos recordar, también, que de los cinco miembros 
que integran este organismo, cuatro son designados por la 
Asamblea General y uno por el presidente de la república. 
Este último será, precisamente, el presidente del consejo. 
Los miembros designados por la Asamblea General esta- 
rán 6 años en sus cargos y el presidente del consejo cesará 
con la Administración que lo designa. Digo esto para ir 
marcando cuáles son las condiciones y características de 
este consejo que está en un proceso de integración que no 
comienza hoy, pero que está en una etapa importante, que 
es su discusión en la Asamblea General. 


La propuesta surgió de una comisión especial integra- 
da por nueve miembros, pertenecientes a todos los parti- 
dos con representación parlamentaria. De hecho, cinco de 
los nueve miembros pertenecen al Frente Amplio y cuatro 
a los partidos de la oposición. Como se habrá visto en la 
versión taquigráfica, los partidos de la oposición tuvimos 
una posición discorde con el informe de la mayoría. En 
este punto, quiero ser muy claro: no estamos hablando de 
discordancia con los nombres, con la idoneidad técnica, 
con la capacidad personal ni con los antecedentes, sino 
con los criterios adoptados. Creemos que ese aspecto es 
sumamente importante y por eso nos detendremos en 
él hoy. 


Estamos hablando del organismo que va a controlar la 
aplicación de una ley que, reitero, fue votada solo por el 
Frente Amplio, tiene 202 artículos y es muy compleja. 


Como dijimos en su momento y reiteramos ahora, a 
nuestro juicio se trata de una normativa legal inconve- 
niente porque es ideológica, parcial e inconstitucional en 
algunos aspectos. A la larga, la Suprema Corte de Justicia 
dictó sentencia de inconstitucionalidad a algunos recur- 
sos que se presentaron por determinados artículos. Tanto 
es así que el Poder Ejecutivo envió una serie de artículos 
modificativos —que ahora se encuentran a estudio de la 
Comisión de Industria, Energía y Minería de la Cámara 
de Representantes— con los cuales, a mi juicio, no se logra 
sortear la inconstitucionalidad. 


A su vez, se trata de una ley peligrosa, y voy a expli- 
car por qué. Tiene, fundamentalmente, cuatro capítulos: el 
primero refiere a la regulación de las frecuencias, o sea al 
negocio del servicio de comunicación audiovisual; el se- 
gundo, al monopolio de Antel en la trasmisión de datos 
con plataforma de Internet; el tercero, a la regulación de la 
publicidad electoral —parte de este tema está siendo estu- 
diado en otra comisión del Parlamento— y, el cuarto, muy 
extenso, corresponde a la regulación de contenidos. En 
aquel momento decíamos —y reiteramos ahora— que uno 
de los peligros de la ley no es la posibilidad de censura a 
la libertad de expresión, sino la autocensura. Estamos ha- 
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blando de un grado de detalle absolutamente exagerado y 
peligroso. Todos sabemos que si la ley se aplica con un cri- 
terio muy estricto, gran cantidad de medios de comunica- 
ción, particularmente del interior y, especialmente, radios 
y canales de televisión, van a ser sancionados. Este Con- 
sejo de Comunicación Audiovisual que se está integrando 
tiene entre sus competencias: asesorar al Poder Ejecutivo 
y a sus organismos competentes aportando insumos para 
la formulación, instrumentación y aplicación de la políti- 
ca de comunicación audiovisual; hacer cumplir la ley, sus 
reglamentaciones, las resoluciones emanadas del mismo y 
los actos jurídicos habilitantes de la prestación de servi- 
cios, dentro de su competencia, e inclusive la de fiscalizar 
y verificar el cumplimiento de las obligaciones previstas 
en la ley. Asimismo, se otorga a este consejo una potestad 
muy importante, con mucha discrecionalidad, para esta- 
blecer sanciones por incumplimiento que van desde un 
apercibimiento hasta sanciones económicas e, inclusive, 
el retiro de la frecuencia. 


Quiere decir que estamos hablando de un organismo 
realmente importante, de la libertad de expresión, de una 
ley que regula los medios de comunicación en Uruguay; 
no estamos hablando de cualquier cosa. Es por eso que 
insistimos tanto en los criterios. 


Para nosotros es muy importante que este Consejo de 
Comunicación Audiovisual tenga equilibrios, y no estoy 
hablando de equilibrios partidarios, sino en las miradas de 
la ley. Esta ley la votó solo el Frente Amplio —la oposición 
la votó en contra— y es importante que, por lo menos en lo 
que salga de esta Asamblea General, se logre el equilibrio 
necesario para establecer los pesos y contrapesos en la dis- 
crecionalidad que este consejo tiene en cuanto a la inter- 
pretación, regulación, control y sanción de su aplicación. 
Es obvio que el Poder Ejecutivo va a designar después a 
su presidente, con lo que seguramente obtendrá un criterio 
mayoritario —no lo cuestionamos—, pero para nosotros es 
muy importante que en esta Asamblea General haya un 
criterio equilibrado de selección en lo que hace a la mirada 
de la ley. 


Este organismo, señora presidenta, es importante y, 
como en todos los aspectos de la vida, puede instrumen- 
tarse bien, en el marco de sus competencias, pero eso tam- 
bién puede hacerse con una visión muy restrictiva de la 
ley. De esa forma puede terminar siendo una especie de 
Gran Hermano —obviamente que estoy hablando en tér- 
minos metafóricos—, un revólver martillado que está ahí 
y que, dependiendo de cómo aplique la ley y la sanción 
—además, ni siquiera se ha establecido cómo es el gradien- 
te de sanciones en función de los incumplimientos—, dada 
la gran discrecionalidad prevista en la propia ley puede 
llegar a ser un organismo peligroso, particularmente en 
los tiempos que corren. Es más, en estos días estamos 
viendo que, en aplicación del artículo 95 de la ley, que 
establece la posibilidad de que el Poder Ejecutivo realice 
cadenas de quince minutos diarios gratis, no acumulables, 
para campañas de bien público, hoy se hacen menciones, 
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propagandas, difusiones de algunas actividades que lleva 
adelante el Poder Ejecutivo; algunas se podrán interpretar 
como campañas de bien público, pero otras nos generan 
más duda. Ahora, quien va a determinar si lo son o no es 
este organismo. 


Este es un tema particularmente importante para no- 
sotros porque cuando este organismo empiece a funcionar 
vamos a estar en los albores de una campaña electoral. 
La verdad es que se trata de un reto bien difícil para un 
organismo de estos, que controla los servicios de comuni- 
cación audiovisual, o sea, los medios de comunicación —la 
radio, la televisión abierta y el cable—, dentro de lo que 
pueda controlar; obviamente, queda afuera Internet. So- 
bre todo en un año electoral y con una integración que no 
represente los equilibrios de pensamiento sobre la aplica- 
ción de la ley, esto nos parece, al menos, muy peligroso. 


El Poder Ejecutivo está al borde de reglamentar la 
ley de medios; creo que ya fue y vino un proyecto de re- 
glamentación entre el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería y la asesoría jurídica de la presidencia. Sé que 
para estos días se está elaborando un informe por parte 
de la Chasca —Comisión Honoraria Asesora de Servicios 
de Comunicación Audiovisual-, que está integrada por 
una serie de organismos que vienen trabajando desde hace 
muchos meses. Para la reglamentación de esta ley, del año 
2014, se necesita que esta famosa Chasca sea consultada 
preceptivamente. Si bien no es vinculante lo que la Chasca 
pueda decir, sí es preceptivo. Además, quiero advertir que 
esta Chasca que está funcionando ahora —que se reunió 
en el día de ayer, que se vuelve a reunir el lunes y que 
está terminando su informe— tampoco está debidamente 
integrada. Quiero advertirlo, señora presidenta, para que 
lo trasmita. Voy a nombrar a todos sus miembros: un re- 
presentante del Ministerio de Industria, Energía y Mine- 
ría, que la presidirá; un representante del Ministerio de 
Educación y Cultura; un representante de la Universidad 
de la República; un representante rotativo de las universi- 
dades privadas que posean las carreras de comunicación; 
dos representantes de los titulares de servicios de comuni- 
cación audiovisual comerciales; dos representantes de los 
titulares de servicios de comunicación audiovisual comu- 
nitarios; dos representantes de los trabajadores de los ser- 
vicios de comunicación audiovisual; dos representantes 
de la industria de producción de contenidos audiovisuales; 
tres representantes de las organizaciones no gubernamen- 
tales que tengan como finalidad el estudio, promoción y 
defensa de la libertad de expresión de los derechos del 
niño; un representante del Instituto del Niño y Adolescen- 
te del Uruguay y un miembro no legislador designado por 
la Asamblea General, que nunca se designó. Esto hay que 
decirlo, señora presidenta, porque se trata de una ley muy 
compleja —esta reglamentación es la que va a permitir po- 
nerla en funcionamiento— que será aplicada por este con- 
sejo, la designación de cuyos miembros estamos discutien- 
do. Entonces, nos parece importante que esta Asamblea 
General pueda tener una discusión previa acerca de cuáles 
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serán los criterios con los que se manejará el representante 
—todavía no designado por este Cuerpo— del Parlamento. 


El relato de la presidenta de la comisión fue fidedigno, 
pero quiero agregar algo que ella omitió. Quizás pueda ser 
un tema lateral —-no siempre lo es—, pero muestra cómo 
esta ley tuvo una cantidad de situaciones no bien defini- 
das. Cuando faltaban tres días para el cierre del segundo 
plazo, o sea, para la inscripción de postulantes a integrar 
el Consejo de Comunicación Audiovisual, alguien me ad- 
virtió —y yo lo trasladé a la comisión— que, tal como estaba 
redactada la ley, la remuneración —es decir, el 70 % del 
sueldo de subsecretario para los miembros del consejo y el 
80 % para el presidente— quedaba vinculada al salario del 
año 2010, con lo cual las inhibiciones previstas —no se per- 
mitía casi ninguna tarea remunerada, excepto la docen- 
cia—, al ser tan grandes, iban a generar barreras de acceso; 
alguno podrá pensar que constituyen una garantía, pero 
también son barreras para el acceso. Concretamente, había 
una barrera no tan intangible, como el tema de la remu- 
neración, porque para la responsabilidad que iba a tener 
la persona, resultaba algo realmente irrisorio. Planteamos 
el tema en la comisión. La presidenta hizo una consulta 
con la división Estudios Legislativos del Parlamento, que 
contestó que teníamos razón. Entonces, en el cierre de la 
primera parte del proceso hubo un compromiso político 
del Gobierno —obviamente, porque necesita iniciativa 
del Poder Ejecutivo—- de remitir un proyecto de ley que 
ajustase el salario al 70 % y 80 % de la remuneración de 
subsecretario a valores de hoy; nos pareció que no era del 
todo prolijo cambiar las condiciones —la remuneración es 
una de ellas— en el medio del proceso de selección de los 
nombres. 


Como dije al principio y reitero ahora: nosotros no es- 
tamos cuestionando —el voto discorde no va en ese senti- 
do— nombres, idoneidad ni antecedentes. En esto quiero 
ser muy claro: lo que estamos cuestionando es el criterio, 
que para nosotros debe ser el equilibrio que hasta ahora 
no tuvimos o no pudimos conseguir en las negociaciones 
en el seno de la comisión. Me refiero al equilibrio en las 
miradas de la ley, en la visión, el abordaje, la concepción 
de la libertad de expresión y la aplicación de la ley de me- 
dios. Son demasiadas las competencias que tiene y muy 
discrecionales como para dejar la visión de esta ley librada 
auna sola mirada. 


Por eso, señora presidenta, hoy queríamos discutir cri- 
terios y no nombres; por eso nuestra última posición en 
la comisión fue cuestionar y advertir sobre la oportuni- 
dad que podemos generar si todos los partidos políticos se 
ponen de acuerdo al momento de conformar, por primera 
vez, un Consejo de Comunicación Audiovisual que, ade- 
más, actuará en un año electoral, con la suspicacia que ello 
puede provocar porque cada vez que se sancione a un me- 
dio de comunicación, guste o no guste, con fundamento o 
sin él, habrá suspicacias; por eso para nosotros es impor- 
tante conseguir el consenso. Entendemos que es funda- 
mental conseguir el apoyo de todos los partidos políticos 
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a fin de que esto tenga el blindaje y el respaldo políticos 
que hoy, debido a la definición de criterios que manejó la 
mayoría, esta propuesta no tiene. 


Auguramos esperanzadamente —le haría muy bien al 
Uruguay, a lo que viene, a este consejo, y a la propia ley, 
para garantía de todos, por el año que se inicia, por el pro- 
ceso que se viene y por la importancia de este organismo— 
que podamos darnos estos sesenta días para encontrar la 
negociación necesaria, generar los criterios adecuados y 
los consensos ineludibles a fin de que los miembros del 
Consejo de Comunicación Audiovisual sean votados por 
la unanimidad de la Asamblea General. De lo contrario, 
el consejo será obviamente legítimo, pero lamentablemen- 
te rengo. 


Nosotros, señora presidenta —transmito lo resuelto por 
la agrupación parlamentaria del Partido Nacional-, hoy 
queremos discutir criterios, tratando de aterrizar nuestra 
mirada, que tiene que ser de equilibrio entre las dos mi- 
tades de esta Asamblea General. Obviamente, al designar 
después al presidente, el Poder Ejecutivo tendrá la mayoría 
necesaria. No lo cuestionamos. ¿¡Cómo lo vamos a cues- 
tionar!? Pero es un buen mensaje para los ciudadanos, para 
los medios de comunicación y para el Uruguay entero que 
en un tema tan difícil, tan discutido, con tantas miradas y 
también con tantas alarmas, como la libertad de expresión 
y la regulación de los medios de comunicación en un orga- 
nismo nuevo, con mucha discrecionalidad y con capacidad 
de sanción, en esta Asamblea General podamos ponernos 
de acuerdo y designar a alguien con los equilibrios nece- 
sarios. 


Esperamos —con esto termino— que en estos sesenta 
días todos reflexionemos y busquemos los ámbitos y la vo- 
luntad necesaria —que ojalá esté— para generar desde este 
Parlamento el equilibrio imprescindible que permita con- 
seguir el consenso que esta propuesta hoy no tiene. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: antes 
que nada queremos destacar la forma de trabajo en la co- 
misión; podremos llegar a ponernos de acuerdo o no, pero 
siempre hemos conversado, intercambiado opiniones y nos 
hemos escuchado, aunque lamentablemente no llegamos a 
un consenso. Digo «lamentablemente» porque, como bien 
decía el señor legislador Delgado, la ley de medios mere- 
ció muchas consideraciones, sobre todo este capítulo de la 
creación del Consejo de Comunicación Audiovisual, que 
es de los más complicados. 


¿Qué podrá hacer este consejo? Por ejemplo, podrá 
sancionar y aplicar multas a todos los medios de comu- 
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nicación. Cuando se habla de medios de comunicación 
uno quizás piensa en los grandes canales de televisión, 
que siempre han sido presentados como enemigos —no sé 
de quién ni los motivos—, pero ojo que ahí están inclui- 
das también las radios y los canales del interior, además 
de otra cantidad de medios. Además de aplicar sanciones, 
este consejo recibirá los balances anuales de todos los me- 
dios, con la debida contabilidad suficiente, y los auditará 
—es decir, se va a meter dentro— fiscalizará y verificará 
el cumplimiento de las obligaciones previstas en la ley, y 
monitoreará su funcionamiento. Es más, en algún proyec- 
to de ley que anda por ahí se le quiere dar a este conse- 
jo de comunicación la contratación de toda la publicidad 
que harán los partidos políticos en la próxima elección. 
¡Fuerte! Fuerte es el control que este consejo de comu- 
nicación tendrá sobre los medios de comunicación en el 
Uruguay. ¡Muy fuerte! Es decir, los fiscalizará, los mul- 
tará, los sancionará, les revisará la contabilidad y encima, 
cuando un partido político quiera comprarle a un medio de 
comunicación unos segundos en radio o televisión, tendrá 
que venir a este consejo. Diría que, si se le van a dar todas 
esas facultades, lo mínimo es pedir que nos den garantías 
a todos los partidos porque creo que eso es algo esencial 
en cualquier sistema democrático. 


Las competencias establecidas en el artículo 68 de 
la ley son muy grandes y muy fuertes sobre medios de 
comunicación que, como todos sabemos, juegan hoy un 
rol muy importante en la vida democrática de cualquier 
nación que se precie de ser Estado de derecho y democra- 
cia. Entonces, cuando llegamos a ver cómo se integra, nos 
encontramos con que al presidente lo nombra el presiden- 
te de la república —que todos sabemos de qué partido es: 
del oficialismo— en consulta con el Consejo de Ministros. 
O sea, el presidente de la república es quien designa al 
presidente, que será el encargado de contratar los medios 
de comunicación con cuyos servicios mi partido querrá 
contar en la próxima elección. ¡Pucha! Auditará a los me- 
dios de comunicación con los que nosotros negociaremos 
para que nos pasen publicidad. Y podrá sancionarlos, ya 
no solamente en materia de publicidad porque, al sancio- 
narlos, obviamente puede afectar los informativos, lo que 
se informa, lo que se dice. Pero al presidente lo designa 
el presidente de la república, y los otros cuatro miembros 
son designados por el Parlamento. ¿Por qué a estos cuatro 
miembros los designa el Parlamento y no el presidente? 
Porque encontraron la forma de no pasar por el filtro de 
las venias del Senado. Entonces, claramente crearon un 
híbrido entre el Poder Ejecutivo, los entes autónomos y los 
servicios descentralizados; crearon un organismo descon- 
centrado de la presidencia y, de paso, ¿quién controla esto 
que sigue nucleando todo el poder? Nadie. 


Pero bueno: llegamos a la comisión, analizamos las 
propuestas y resulta que el Frente Amplio —legítimamen- 
te, porque tiene sus mayorías—, en la segunda votación, 
después de no lograr los dos tercios, dice en la comisión: 
«Para mí son estos cuatro o estos cuatro». Entonces, esto 
terminará siendo un Consejo de Comunicación Audiovi- 
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sual que sancionará a los medios, que los auditará, que se 
meterá en su contabilidad y que nos contratará la publici- 
dad, con cinco personas designadas por el Frente Amplio. 
¡Ese no es el camino!, y lo digo desde la tranquilidad que 
me da el hecho de no participar en el próximo proceso 
electoral; sin embargo, creo que en cualquier democracia 
que se precie de serlo, esto no se debe hacer. Llamo a la 
reflexión al oficialismo para que en estos sesenta días que 
nos quedan haya una equidistancia, un equilibrio en la de- 
signación. No estoy diciendo que pongan dos de un lado, 
uno del otro y otro de otro; no, lo que pido es que haya 
un equilibrio en las visiones acerca de quiénes son las 
personas que tienen que integrar este organismo porque 
legítimamente puedo pensar que algunos de los nombres 
que está proponiendo el partido de gobierno son dema- 
siado oficialistas. Lo digo porque han tenido cargos en el 
oficialismo, propuestos y designados por el oficialismo, así 
que puedo creer que no me dan las garantías necesarias. 
Y es lógico que el Frente Amplio entienda que eso no es 
así, pero también es lógico que yo piense que no se dan las 
garantías. Por eso en esto es fundamental tener esa equi- 
distancia, escuchar a todos y lograr el consenso porque de 
lo contrario, algunos de nosotros no lo vamos a votar, esto 
seguirá adelante y estaremos frente a un consejo que en su 
nacimiento ya enfrenta una objeción muy grande, por lo 
que cada paso que dé lo estaremos mirando con la lupa y 
criticándolo. A su vez, cada vez que decida contratar con 
un medio de comunicación —es una locura que un consejo 
de estos sea el que contrate la publicidad—, se verá sospe- 
chado y nos preguntaremos por qué le consiguió esto a 
alguien o por qué uno tiene más y otro menos. Reitero que 
a nuestro juicio este no es el camino. 


A esto se suman algunos otros nubarrones y si bien no 
me quiero ni meter, está en consideración de la Cámara 
de Representantes el proyecto de ley que ya tiene media 
sanción, relativo a la distribución de la publicidad elec- 
toral gratuita. ¿Cómo se hace esto, según esta propuesta 
que aprobamos en el Senado? Dando la mayor cantidad de 
publicidad al oficialismo. Vamos a decir la verdad: termi- 
nado el jolgorio mundialista, luego de cuatro semanas de 
alegría del fútbol mundialista, empieza el tiempo preelec- 
toral o electoral y, en este momento, se está designando un 
consejo que va a controlar los medios, integrado por cinco 
propuestas exclusivas del oficialismo. Se propone votar 
un proyecto de ley que pretende repartir la publicidad de 
acuerdo con el resultado de la elección pasada, es decir, un 
40 % para el Frente Amplio, algo más de 20 % para el Par- 
tido Nacional, supongo que un 7 % u 8 % para el Partido 
Colorado y un 3 % o 4 % para el Partido Independiente. 
Le pido disculpas a don Eduardo Rubio que está ahí abajo, 
pero le va a tocar mucho menos y no digo nada a los que 
están afuera con un partido nuevo; vayan a la cola porque 
no van a recibir casi nada. Esto no está bien. 


Además, en el medio se pone como prioridad el voto 
en el exterior. Creo que estas son cosas para discutir cuan- 
do comienza un nuevo gobierno y no cuando empieza el 
tiempo electoral. Creo que no son buenos mensajes. Más 
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publicidad gratuita que no paga nadie, pero se la sacan 
a los medios, designación de los miembros del consejo y 
ahora nos vamos a meter con el voto de los ciudadanos 
en el exterior, lo que ya fue rechazado por el pueblo en 
la elección pasada. Incluso, se sacó a un funcionario del 
Ministerio de Relaciones Exteriores porque participó en 
una reunión en la que le pidieron opinión, y así seguimos. 
No es el Uruguay en el que yo creo. 


De todas formas, quiero destacar dos cosas. En primer 
lugar, si no entendí mal cuando iba siguiendo el hilo de lo 
que decía el señor senador Delgado, la Asamblea General 
todavía no ha designado a quien la va a representar en la 
Chasca. En ese caso, no se puede dictar una reglamenta- 
ción porque es preceptiva la participación de la Chasca 
antes de hacerlo. Entonces, si no está el delegado de la 
Asamblea General, mal puede funcionar. Si entendí bien, 
me parece que hay una objeción que es bueno adelantar 
para que en la coordinación designemos de una vez por 
todas a quién nos va a representar, salvo que nos haya 
representado y no nos hayamos enterado de que hay una 
designación que no pasó por la Asamblea General, lo cual 
sería bastante grave. 


En segundo término, si también entendí bien, acá lo 
que se propone es que se vote a favor o en contra —no sé si 
es el sistema, pero voy a pedir a la Mesa que lo aclare— por 
los cuatro nombres que propone la comisión. Yo no creo 
que eso sea correcto porque no quiero votar esos cuatro 
nombres, quiero votar otros y me parece que en esta ins- 
tancia no me pueden privar de mi derecho a votar a otros 
cuatro nombres de los ciudadanos que se presentaron. No 
sé de dónde surge que la Asamblea General va a ver acota- 
da sus facultades y las va a transferir a una comisión. Por 
eso, como dice el artículo 74, quiero hacer una propuesta 
fundamentada de los cuatro nombres que deseo votar por- 
que me parece que eso es lo que tenemos que hacer. 


Quiero votar por Leandro Ordeix, que hizo una exce- 
lente presentación —los señores legisladores pueden con- 
sultarla en la página web del Parlamento— y tiene gran ex- 
periencia en el trabajo en los medios, por lo que creo que 
es un gran candidato. También quiero votar por el ingenie- 
ro Urquizó, a quien aclaro no conocía, pero ha trabajado 
en las Naciones Unidas y tiene un claro concepto no sola- 
mente de la comunicación sino de la tecnología. Hizo una 
presentación muy profunda de esas nuevas tecnologías, 
que es lo que vamos a tener que enfrentar en estos tiem- 
pos. También quiero votar por el señor Alejandro Lourido, 
quien tiene muchísimas horas y tiempo de trabajo en los 
medios de comunicación y por David Javier Bonilla, quien 
tiene una larguísima trayectoria en el país y en el exterior, 
es un profesional de primera línea e hizo una presentación 
muy seria. 


Luego de hacer esta fundamentación en minoría, me 
gustaría votar por ellos y para eso quiero que no se me 
limite esta posibilidad. 


6 de junio de 2018 


SEÑORA XAVIER.- ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR BORDABERRY.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir la seño- 
ra senadora. 


SEÑORA XAVIER.- Señora presidenta: creo que el 
señor legislador Bordaberry confunde —seguramente sin 
intención— cuando dice que ahora quiere votar otra plan- 
cha. Lo primero que podemos decir es que va a poder vo- 
tar al postulante Bonilla porque está en la propuesta en 
mayoría de la comisión. Los otros tres nombres que plan- 
tea que quiere votar, no vienen en esa propuesta y me pare- 
ce que el legislador sabe bien qué es lo que dispone la ley, 
que tiene artículos que definen claramente cada una de las 
etapas. Hoy la ley determina que es preceptivo que vote- 
mos lo que la comisión definió luego de dos instancias. En 
la primera de ellas no obtuvo la mayoría extraordinaria, 
pero en la segunda sí. Por lo tanto, está claro que el Cuer- 
po debe conocer la ley profundamente, pero no quisiera 
que la ciudadanía se confundiera con los procedimientos. 
Lamentablemente, tanto para el señor legislador como 
para cualquier otro, hoy no hay otra posibilidad que no 
sea votar los nombres propuestos. A su vez, no se puede 
considerar que esto se haga en forma precipitada porque 
la ley establece el procedimiento muy claramente. Si algo 
tiene la ley son vacíos pero lo que dice, lo dice con absolu- 
ta claridad. Hoy viene una propuesta que se elaboró en dos 
instancias en la comisión. 


Gracias, señora presidenta y señor legislador. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el señor 
legislador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Espero que la claridad de 
la señora legisladora ilumine mi oscuridad, aunque me 
permito discrepar radicalmente. La señora legisladora 
está diciendo que aquí tenemos que venir a votar a favor 
o en contra exclusivamente lo que la mayoría del Frente 
Amplio decidió en la comisión. Esto recuerda a cuando se 
vota en los países de partido único: «Votamos, pero solo 
candidatos de la plancha que yo te presento». ¡Esto es algo 
nunca visto! Lo que dicen los artículos 74 y 75 no es lo que 
la señora legisladora pretende que hagamos aquí. ¿Qué es 
lo que pasa? Vamos a trabajar por el absurdo: ¿para qué 
vamos a esperar sesenta días si solamente podemos votar 
los cuatro candidatos que nos traen? Sería absurdo, ¿no es 
así? Sería absurdo exigir hoy dos tercios y una mayoría 
simple dentro de sesenta días cuando, en realidad, se pue- 
den votar solamente los cuatro nombres que ya decidieron 
por mayoría simple. ¡Es ridículo; esa es una interpreta- 
ción realmente ridícula! Y además de eso, sería quitar a 
la Asamblea General —«Mi autoridad emana de vosotros 
y ella cesa por vuestra presencia soberana»— la facultad 
de decidir para conferírsela a una comisión de unos pocos 
legisladores. 
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Entonces, ¿para qué convocaron los señores legislado- 
res del Frente Amplio, hoy y aquí, a quienes no estaban en 
la comisión si el tema ya estaba resuelto y solamente se 
puede votar a quienes decidieron en la comisión? 


Ya sé, van a ganar porque tienen mayoría, ¿pero ni 
siquiera nos dejan votar por quienes queremos? Esto es 
una barbaridad jurídica y constitucional y un atentado al 
Estado de derecho, ¡sí, señor!, porque no me dejan votar al 
candidato que quiero y me obligan a votar la planilla que 
me presentan en base a una interpretación equivocada de 
la ley. 


Creo, además, que eso va a provocar que quienes no 
puedan ser votados en esta instancia con esta teoría, im- 
pugnen esta decisión, vayan a la vía administrativa y la 
ganen en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
Lo van a hacer, o sea que, en realidad, el camino corto que 
quieren seguir para no dejarnos votar algo que no va a salir 
—porque saben que con su mayoría no se va a aprobar-, les 
va a costar más caro. 


Pero bueno, este es otro elemento más que se suma a 
esta etapa preelectoral y la verdad es que no me parece que 
sea la adecuada. 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑOR MIERES.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR MIERES.- Señora presidenta: creo que la le- 
glsladora Xavier hizo un buen racconto de todo el pro- 
ceso que vivimos en la comisión. También quiero dejar 
particularmente señalado que el posicionamiento que te- 
nemos no está relacionado con un cuestionamiento a nin- 
guno de los nombres. Esto me parece que lo dijo el señor 
legislador Delgado y lo compartimos. Esta no es una dis- 
cusión que tenga que ver con si fulano, mengano o zutano 
es mejor o peor. Lo que tenemos aquí, señora presidenta, 
es la consecuencia de haber aprobado una ley con graví- 
simos errores y no solo desde el punto de vista del fondo 
de la cuestión. 


Esta es una ley sobre medios de comunicación con 
muy baja legitimidad, aprobada al final de la legislatura 
anterior por un voto, señora presidenta. Estamos hablando 
de una de las columnas vertebrales de cualquier sistema 
democrático: la regulación de los medios de comunica- 
ción, y esa ley se aprobó por un voto y no importó que 
hubiera legitimidad, acuerdo, consenso o búsqueda de en- 
tendimientos. 


Esta es una ley que tiene un montón de errores y uno 
de ellos lo señaló el señor legislador Delgado: en medio de 
la selección de los candidatos nos enteramos de que estaba 
mal definida la remuneración. Hay un supuesto compro- 
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miso de que va a venir un cambio —porque, además, esto 
requiere iniciativa del Poder Ejecutivo— sobre la forma de 
remunerar a los integrantes del Consejo de Comunicación 
Audiovisual, pero todo el proceso de selección se hizo so- 
bre la gran incógnita, nada menos, de cuánto iba a ganar 
una persona que, además, tiene que renunciar a toda otra 
actividad para ejercer un cargo en el consejo. Es decir, que 
no se sabe cuánto va a ganar. 


¡Mamarracho! Es un mamarracho que estaba en la 
ley aprobada. Es absolutamente inconsistente con la ló- 
gica democrática que el presidente de la república elija al 
presidente de un consejo que va a regular todo el meca- 
nismo de los medios de comunicación y a sancionar. Eso 
está muy mal, pero además que esa misma mayoría de un 
voto pretenda elegir, por sí misma y sin el apoyo de nadie 
más, al resto de los integrantes, que son cuatro, ya llega 
a un punto en donde el límite se traspone de una manera 
muy notoria y, por otra parte, muy radical. Estamos ha- 
blando de un consejo que tiene enormes cometidos —ya 
se leyeron y no los voy a repetir ahora— que van a afectar 
las libertades de expresión y de comunicación, así como 
la forma en que se va a expresar la ciudadanía a través de 
los medios de comunicación y que, además, puede cerrar- 
los por la vía de sanciones de alto valor pecuniario que le 
sacan directamente la posibilidad de seguir funcionando. 
Y todo esto el partido de gobierno lo hace sin ningún tipo 
de problema, diciendo: «Acá venimos y votamos lo que 
nosotros queremos». ¡Esto es muy grave, señora presiden- 
ta! Prefiero pensar que no hay conciencia del paso que se 
pretende dar. Pero si algo faltaba es que ahora, además, 
se interpreta mal la decisión de una comisión que es ase- 
sora de la Asamblea General. La Comisión especial para 
la designación de los miembros del Consejo de Comuni- 
cación Audiovisual, como cualquier otra del Parlamento, 
es asesora del Cuerpo y, por lo tanto, no tiene potestades 
para establecer ningún mandato imperativo sobre él. Si el 
Cuerpo decide votar otros nombres, vota otros nombres; 
no venimos aquí obligados a votar la listita que se aprobó 
en la comisión la semana pasada. ¡Eso es inédito, no exis- 
te en los anales parlamentarios! Si la Asamblea General 
tiene mayoría para elegir otros nombres —a cualquiera de 
esas veintiocho personas que se presentaron—, tiene todo 
el derecho de hacerlo. ¡Tiene todo el derecho de hacerlo! 
Es más, como hoy sabemos que sobre esos cuatro nombres 
no hay mayoría especial, se abren sesenta días. ¿Por qué? 
Porque, justamente, la Asamblea General puede encontrar 
acuerdos para resolver sobre otros nombres. Si eso es así 
y es obvio que lo es— también demuestra otra cosa: que 
la ley es tan mamarracho —reitero, tan mamarracho— que 
no tiene previstos estos temas, entonces, estamos improvi- 
sando sobre la marcha. 


La señora legisladora Xavier dice que hay que votar los 
cuatro nombres de la plancha sin posibilidad de sustituir 
o cambiar ninguno y el señor legislador Bordaberry dice 
que, en realidad, deberíamos tener la plancha de los vein- 
tiocho candidatos y cada uno marcar los que les parezca, 
mientras que la ley no dice nada al respecto porque ha sido 
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hecha con tanta falta de criterio para resolver estos temas 
que no los tiene previstos. 


Sin embargo, es obvio que la interpretación correcta es 
que la Asamblea General tiene todo el derecho de elegir 
los cuatro nombres que le parezca, siguiendo el criterio de 
obtener la mayoría especial que se requiere para hoy. Y si 
esa mayoría especial no se obtiene tendrá que citarse para 
dentro de sesenta días y ahí podremos elegir nuevamente 
dentro de los veintiocho nombres. ¡Eso está en la tapa del 
libro! ¡Es una cosa obvia! Me pregunto por qué un partido 
que tiene una mayoría legítima, pero no una mayoría es- 
pecial, sino una mayoría muy ajustada, insiste en su idea, 
en vez de buscar un acuerdo, que buscamos de todas las 
maneras posibles, porque esa es la verdad. En la comisión 
buscamos un entendimiento de equilibrio, no de imponer 
al partido mayoritario una mayoría alternativa. Buscamos 
un equilibrio para que estuvieran las distintas miradas so- 
bre una ley que fue aprobada por el voto de un único parti- 
do. Ahora existe, entonces, la oportunidad de reequilibrar 
y de incorporar las distintas miradas. ¿Por qué el partido 
de gobierno ha persistido en la idea de imponer sus nom- 
bres o de imponer una mayoría? Esto, además, se agrega 
a la elección del presidente del consejo a cargo del Poder 
Ejecutivo, que todos sabemos que también es representati- 
vo del partido de gobierno. 


La verdad, señora presidenta, es que prefiero creer que 
no se dan cuenta, porque si se dan cuenta, lo que está pa- 
sando es un atropello que de alguna manera afecta una 
de las claves de la democracia, que es nada más ni nada 
menos que la regulación de los medios de comunicación. 
Nosotros asumimos, como partido, el voto en contra de 
esta ley en su momento, y decimos hoy con fuerza que 
cuando podamos tener la mayoría suficiente, vamos a vo- 
tar la derogación de esta ley, porque es un atentado a los 
equilibrios democráticos y no la compartimos. 


Es más, compartimos sí juicios que dirigentes del Fren- 
te Amplio hicieron en su momento. El expresidente Mujica 
dijo que si le traían una ley de medios, la iba a tirar a la 
papelera. Después se terminó votando esta ley. El actual 
ministro de Economía y Finanzas, Danilo Astori, dijo que 
la mejor ley de medios es la que no existe. Pues bien, eso 
es lo que pensamos nosotros, y por eso decimos que esta 
forma de resolver el tema del Consejo de Comunicación 
Audiovisual lo único que hace es avanzar en la lógica de 
que el partido de gobierno por sí solo resuelve un tema ab- 
solutamente delicado para el equilibrio democrático, que 
es la regulación de los medios de comunicación. 


SEÑORA XAVIER.- ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR MIERES.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir la seño- 
ra legisladora Xavier. 
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SEÑORA XAVIER.- Gracias, señora presidenta. 


Llevará el tiempo que lleve la discusión en esta Asam- 
blea General, pero hay cosas que no se pueden dejar pasar. 
Y es un insulto a la inteligencia el que se nos venga a decir 
que esta ley es peligrosa, que es de partido único, que no 
entendemos nada. Estamos hablando de una ley que es- 
tuvo sometida a varios reclamos de inconstitucionalidad, 
de manera que también la Suprema Corte de Justicia está 
incluida en esto, porque no es solo a la mayoría de este 
Parlamento a la que se está acusando de generar un des- 
equilibrio en función de una visión totalitaria. 


Creo que la verdad de la milanesa es el planteo de que 
si algún día consiguen los votos suficientes, van a derogar 
esta importante ley. Y me parece terrible. No hablemos de 
la deslealtad que supone haber trabajado como lo hicimos 
en la comisión y que recién hoy se venga a decir que hay 
una plancha diferente para votar. Quiero que alguien me 
diga si la ley no es lo suficientemente clara en su artículo 
75, donde dice: «Si no se obtuviera este número de sufra- 
gios» —hace referencia a los dos tercios—, «para todos o 
algunos de los cargos, se citará a la Comisión a una nue- 
va sesión dentro de los quince días corridos siguientes, y 
en este último caso se requerirá el voto conforme de la 
mayoría absoluta de sus integrantes». Esto está referido a 
la comisión que designó esta Asamblea General. ¿De qué 
oscuridad me están hablando? ¿De qué autoritarismo me 
están hablando? ¿Cómo es posible votar otros nombres que 
no obtuvieron la mayoría absoluta de los integrantes de la 
comisión? Es tan simple como eso. 


Ahora bien, si hay legisladores que recurren a supues- 
tos, a tejer leyendas negras intentando asustar, que conste 
que se está faltando a la responsabilidad que este órgano 
parlamentario exige, de adecuarnos a la ley. Y la ley es 
clara e incluso se recurrió ante la Suprema Corte de Justi- 
cia. No se puede venir a decir que esta ley salió exclusiva- 
mente por un voto más de una fuerza política. 


No obstante ello, si seguimos discrepando, lo que es 
legítimo —por supuesto— en democracia, no acusemos de 
determinadas deslealtades democráticas a esta fuerza po- 
lítica, que lo que pretende es una ley como esta, que es ab- 
solutamente garantista. También podríamos discutir qué 
significado tienen los medios de comunicación en una de- 
mocracia. Sin duda, su equilibrio es muy importante para 
la profundización democrática. Y no estamos en el mejor 
lugar del ranking en Latinoamérica con relación a la con- 
centración de medios de comunicación. Lo informo —nue- 
vamente— porque es un dato de la realidad que debemos 
cambiar y para ello está la ley. Todos sabemos muy bien 
dónde aprieta el zapato, y no es por la mayoría de esta ley; 
esta ley viene a dar los equilibrios que no existen. 


Gracias, señora presidenta. Gracias, señor legislador. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el señor 
legislador Mieres. 
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SEÑOR MIERES.- La señora legisladora Xavier expli- 
ca bien —y lo compartimos— el procedimiento que se siguió 
en la comisión. Hasta ahí está todo bien. Ahora bien, la 
comisión no mandata a la Asamblea General. La comi- 
sión no tiene potestades sobre la voluntad de la Asamblea 
General. La comisión no elige a los cuatro miembros; los 
propone a la Asamblea General. Si así no fuera, se violaría 
absolutamente la soberanía del Parlamento. El Parlamento 
recibe la propuesta de la comisión, por mayoría, y tiene 
que elegir. Podrá acompañar la decisión o no, como pasa 
con cualquier comisión. Cuando una comisión presenta un 
proyecto de ley a cualquiera de las cámaras, en el plena- 
rio se puede modificar, perfectamente. Lo mismo ocurre 
con esto. ¿O qué? ¿O resulta que esta comisión era la que 
decidía? ¿Para qué estamos nosotros, entonces? Porque, 
con ese criterio, con la aprobación de la comisión bastaría. 
Vendríamos aquí y simplemente quedaría lo que la comi- 
sión decidió. No es así. El órgano soberano es el plenario 
de la Asamblea General, y es seguro que la ley de medios 
no dice otra cosa. 


Es decir que acá lo que tenemos que hacer es discutir y 
resolver qué nombres preferimos. Serán los de la comisión 
o serán otros, y si ninguno obtiene dos tercios, no será 
ninguno hasta dentro de sesenta días, cuando se vota por 
mayoría absoluta de miembros. Ese es el criterio. 


Y desde el punto de vista de la legitimidad de la ley, yo 
no la cuestiono. Digo que sería bueno que el partido de go- 
bierno tomara en consideración y recordara que es una ley 
crucial para el equilibrio democrático y que fue aprobada 
solo por el voto del partido de gobierno. Por lo tanto, sería 
importante que en esta instancia se buscara equilibrar las 
miradas para tratar de soslayar ese problema de equilibrio 
político de origen. 


Ahora bien, tan legítima es esta ley como legítimo es, 
si mañana hay otra mayoría, derogarla. Es absolutamente 
legítimo. Lo planteo porque la señora legisladora Xavier 
dejó entrever que anunciar que queremos derogarla está 
fuera de las reglas de juego. No, todo lo contrario; las re- 
glas de juego indican que si mañana hay otros equilibrios 
y creemos que es bueno que la ley no exista, no existirá. 
Y nosotros creemos que es bueno que no exista esta ley de 
medios. Tenemos claro que la adjudicación de las ondas, 
etcétera, son normas que tienen que estar en una legisla- 
ción, pero no un capítulo entero sobre los contenidos, con- 
trolando con lupa hasta el último detalle y otorgando a este 
Consejo de Comunicación Audiovisual —cuya integración 
estamos discutiendo— potestades que pueden sacar a cual- 
quier medio de comunicación. Sé que para algunos está 
perfecto, como me dice el señor legislador Pintado, pero 
para nosotros no. Para nosotros hay que tener garantías, 
y las garantías, cuando todo queda en manos de un solo 
partido, se pierden. Y en una campaña electoral, más se 
pierden todavía. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 
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SEÑOR MIERES.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR ABDALA.-- Señora presidenta: no voy a hacer 
comentarios sobre el proceso que llevó adelante la comi- 
sión especial designada por la Asamblea General, por la 
sencilla razón de que no la integré. Por supuesto, me repre- 
senta al respecto todo lo que ha dicho el señor legislador 
Delgado. 


Tampoco pretendo introducirme ahora en el debate 
vinculado con la sanción de esta polémica ley de medios, 
que, como es público y notorio, mi partido político recha- 
zÓ y se opuso a ella en el momento de su aprobación. Pero 
sí me corresponde —como a los 130 legisladores que inte- 
gramos la Asamblea General- preocuparme, y mucho, por 
la decisión que tenemos que adoptar, para la cual hemos 
sido convocados en la tarde de hoy. 


El señor legislador Bordaberry y ahora el señor le- 
gislador Mieres han planteado una tesitura en cuanto 
a la forma de votar y en cuanto a las potestades y las 
atribuciones de la Asamblea General a la hora de votar 
por un candidato o por otro, y creo que es de toda evi- 
dencia que es la correcta. ¿Cómo puede llegar a soste- 
nerse que una comisión asesora de la Asamblea General 
está en condiciones de cercenar, de limitar o de recortar 
las posibilidades de actuación y de decisión de la propia 
Asamblea General? ¿Dónde está dicho en la ley de me- 
dios que esto es así, que las propuestas que en tal caso la 
comisión especial eleve a la Asamblea General tendrán 
que ser aprobadas por ella, o eventualmente solo apro- 
badas o rechazadas? ¿Dónde está dicho que la Asamblea 
General no está en condiciones de hacer una cosa dife- 
rente, de votar por otros candidatos? Si este hubiera sido 
el temperamento del legislador a la hora de aprobar la 
Ley n.* 19307, tendría que haberlo puesto a texto expreso. 
Pero si lo hubiera hecho probablemente hubiera incurri- 
do en una inconstitucionalidad, por la sencilla razón de 
que estaría legislando en el sentido de que una comisión 
delegada de la Asamblea General estaría en condiciones 
de sustituir a los 130 legisladores. Y esto no está, señora 
presidenta, en la sistemática jurídica y en los criterios en 
función de los cuales la Constitución regula el funciona- 
miento del Poder Legislativo y la forma de expresar la 
voluntad legislativa. Es de sentido común. 


Pero además es de sentido común por otra razón muy 
sencilla. Olvidemos la correlación de fuerzas políticas 
en el ámbito del Parlamento. ¿Qué pasaría si se diera la 
hipótesis —que desde el punto de vista teórico existe— de 
que el criterio de la comisión especial a la hora de elegir 
los candidatos difiriese del criterio de la mayoría de la 
Asamblea General? Es decir, ¿qué ocurriría si lo que la 
comisión especial le propone a la Asamblea General no 
tiene respaldo ni de los dos tercios ni de la mayoría ab- 
soluta, ni ahora ni dentro de sesenta días? Asistiríamos 
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a un bloqueo en cuanto a la toma de la decisión que te- 
nemos que adoptar hoy. Es absolutamente inconcebible, 
señora presidenta. Y, por supuesto, además de inconce- 
bible desde el punto de vista jurídico, creo que es de una 
connotación antidemocrática y antirrepublicana venir a 
sostener aquí que esto puede ser de esta manera. No re- 
siste el menor análisis. 


Personalmente he releído los artículos 74 y 75. El 
artículo 75 dice claramente que la comisión especial ten- 
drá el cometido de formular propuestas. Las propuestas 
son solo eso: propuestas. Después, quien las recibe, que 
es el que tiene la potestad de decidir, hace con ellas lo que 
entiende conveniente y necesario en función del ejercicio 
de sus competencias. 


Por lo tanto, señora presidenta, puedo entender las an- 
siedades desde el punto de vista político de promover de- 
terminada tesitura, pero es muy grave cuando para hacerlo 
se barre con los principios generales del derecho y funda- 
mentalmente con las normas constitucionales. 


En definitiva, como legislador —que lo soy y que inte- 
gro la Asamblea General— y como legislador que no inte- 
gró la comisión especial que hizo este análisis, me siento 
agraviado en mis fueros parlamentarios cuando aquí se 
me viene a decir, después de que hemos sido formalmente 
convocados a esta instancia de la Asamblea General, que 
voy a decidir solo lo que una comisión resuelve que deci- 
da. No estoy dispuesto a aceptarlo y por lo tanto lo rechazo 
categóricamente. 


Gracias, señor legislador. Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el señor 
legislador Mieres. 


SEÑOR MIERES.- Termino, señora presidenta, ha- 
ciendo dos apelaciones. Una de ellas es a la Mesa sobre el 
criterio de votación. Espero que asuma que la Asamblea 
General es soberana y que, por lo tanto, debe votar con 
total libertad sobre la propuesta que la comisión elaboró, 
con la mayoría que establece la ley, pero obviamente con 
la posibilidad de que en este ámbito se tome una posición 
distinta. 


SEÑOR OTHEGUY.- ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR MIERES.- No quiero dejar de dar interrup- 
ciones, pero no sé cuánto tiempo me queda, señora pre- 
sidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ocho minutos, señor se- 
nador. 


SEÑOR MIERES.- En ese caso con mucho gusto le 
concedo la interrupción al señor legislador Otheguy antes 
de formular la otra apelación. 
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SEÑORA PRESIDENTA .- Puede interrumpir el señor 
legislador Otheguy. 


SEÑOR OTHEGUY.- Señora presidenta: en primer 
lugar, no voy a internarme en los aspectos formales de la 
ley. Hago confianza en el trabajo que se hizo a nivel de la 
comisión, que me parece que todos coincidieron en que 
actuó muy bien, más allá de que eso no se está traduciendo 
en lo que se expresa en sala. 


En segundo término, me quedo con la primera inter- 
vención del señor legislador Delgado que conminaba a 
intentar encontrar vías de entendimiento y de diálogo. Yo 
siempre creo que ese es el camino, pero para eso se nece- 
sitan dos partes. Si después en el debate se dice que somos 
antidemocráticos y de partido único, es muy difícil dialo- 
gar, señora presidenta. Si se instala ese tono en el debate 
y se hacen esas interpretaciones, es muy difícil después 
conminar a tender puentes y encontrar caminos de enten- 
dimiento. Es muy complicado. Ese tipo de planteos polí- 
ticos no contribuyen al diálogo ni a construir caminos de 
entendimiento. 


Y lo que tampoco contribuye es instalar cosas que no 
son ciertas o verdades a medias. ¿Dónde se dice que el 
Consejo de Comunicación Audiovisual distribuye la pu- 
blicidad electoral? En ningún lado. Si la referencia es a 
una ley de financiamiento de partidos políticos que se votó 
en el Senado, allí se habla de la Corte Electoral, no del 
Consejo de Comunicación Audiovisual. 


Los ciudadanos que integran esa lista están allí no por 
pertenecer a un partido político, y me parece que es malo 
instalar esa cuestión en este debate. Están en esa lista por- 
que tienen un aval por su trayectoria, su preparación y las 
actividades que han desempeñado. No instalemos que es- 
tos ciudadanos, que todo el mundo dijo que eran probos, 
que tenían formación y que tenían trayectoria, están re- 
presentando partidos políticos. Me parece que ese sería un 
error, señora presidenta. 


Gracias, señor legislador. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el señor 
legislador Mieres. 


SEÑOR MIERES.- Señora presidenta: empiezo por el 
final. Nadie, de todos los que hablamos, dijo que los ciu- 
dadanos que están en esa lista —los cuatro que se votaron 
en la comisión y todos los demás que figuran como postu- 
lantes— estén en representación de ningún partido político. 
Eso no fue dicho absolutamente por nadie. Que sean de 
confianza de algún partido, que no haya equilibrio en la 
lista, eso sí es verdad. Por ejemplo, no hay un equilibrio 
sobre qué concepción tenemos acerca de cómo aplicar la 
ley. Esa es una cuestión importante, y en esta lista que se 
votó en la comisión no se logró el equilibrio. Esto lo sabe- 
mos todos los que integramos la comisión. 
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Volviendo a lo que venía diciendo, la primera apela- 
ción que quería hacer es a que la Mesa maneje el criterio 
que corresponde, que es que tengamos la posibilidad todos 
de votar, del total de postulantes, aquellos que nos parez- 
can los mejores. Ya sabemos, además, el resultado, que 
es obvio: no hay mayoría especial como la requerida para 
esta convocatoria, por lo cual seguramente se va a abrir 
el plazo que establece la ley, que es de sesenta días, para 
volver a reunirnos y en ese momento sí elegir por mayoría 
absoluta. 


La segunda apelación es a lo que esta comisión no lo- 
gró: a que en el proceso de estos sesenta días podamos —es, 
de alguna manera, lo que decía el señor senador Otheguy— 
encontrar los caminos para que la integración final del 
consejo sea de consenso y que podamos, eventualmente, 
votar un paquete de nombres que reúna el acuerdo de toda 
la Asamblea General. Esa es la apuesta, señora presidenta, 
por supuesto que sin dejar de poner arriba de la mesa lo 
que cada uno piensa sobre el fondo de la cuestión y sobre 
los contenidos de la ley. Eso fue debatido en su momento 
y volveremos a hacerlo. 


Quiero dejar la constancia de que lo que dijo el señor 
legislador Otheguy sobre que este consejo no va a tener 
en sus manos la distribución de la publicidad electoral es 
correcto. No está incluido en sus potestades. Pero sí va a 
tener la potestad de sancionar y de que eventualmente de 
una sanción pueda derivarse la salida de operatividad de 
un medio de comunicación, porque el margen de decisión 
y de discrecionalidad de las sanciones es extremadamen- 
te amplio, y eso es todo un riesgo. Por eso es importan- 
te el equilibrio, y por eso la ley también tiene otro error 
que es este: cómo termina decidiendo quiénes integran el 
consejo. Es obvio que si el Poder Ejecutivo va a elegir el 
presidente y con mayoría simple se eligen los otros cua- 
tro integrantes, evidentemente el criterio del equilibrio no 
está en la ley; tiene que estar en el espíritu de diálogo al 
que podamos acceder o no entre los integrantes de esta 
Asamblea General. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: había 
pedido la palabra para contestar una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Disculpe, señor legislador, 
no escuché que lo hubieran aludido y tampoco me di cuen- 
ta de que hubiera solicitado la palabra. 


SEÑOR BORDABERRY.- El señor legislador Othe- 
guy —a quien le tengo una gran estima— preguntó cómo 
era posible que alguien dijera —y ese fui yo, acá— que este 
Consejo de Comunicación Audiovisual fuera a contratar la 
publicidad. Me pueden aludir nombrándome o mencionan- 
do al que lo dijo y ese fui yo. Por ende, voy a contestar esa 
alusión porque creo que el Reglamento me ampara para 
hacerlo. 
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Yo tengo problemas auditivos y el señor legislador 
Otheguy lo sabe; uso aparato para la sordera, pero a veces 
creo que no soy el único sordo porque si hubiera prestado 
atención se habría dado cuenta de que no mencioné que 
era algo que estaba en la ley. Yo afirmé que en la comisión 
que está tratando el proyecto de ley de financiamiento de 
los partidos políticos en la Cámara de Representantes se 
propuso, por parte del Frente Amplio, que fuera el Consejo 
de Comunicación Audiovisual el que contratara la publici- 
dad. ¡Es lo que se propuso y es lo que me informaron! Lo 
menciono para aclarar lo que dije porque me sentí aludido. 


Por otro lado, también fui yo el que habló de partido 
único —segunda alusión— y no me van a desmentir que él 
no expresó que acá no se puede decir partido único. Así 
que, o estoy muy mal del aparato y lo tengo que cambiar o 
creo que también lo dijo. 


Me parece que el hecho de tener que votar solamen- 
te una lista confeccionada por el oficialismo y no a otros 
porque eso no va a permitir el diálogo, es de partido único 
y que no permitan que la oposición lo diga, es de partido 
único en reiteración real. Yo no pido mucho; ni siquiera 
pido que se apruebe lo que estoy proponiendo. ¡Pido que 
me dejen votar a quien quiero! ¡No es tan grave! Sé que 
voy a perder, pero no me dejan votar a quien yo quiero. 
¡Esto es una enormidad! 


Como decía Thomas Jefferson en El hombre de Mon- 
ticello, la historia de la democracia es la historia de la 
limitación del poder y del respeto por las minorías. Por 
lo tanto, no dejar a la minoría votar a quien quiere no es 
respetar esa minoría. 


Gracias, señora presidenta, por su amplitud. 
SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR RUBIO.- Venimos corriendo de atrás en esta 
discusión porque no estábamos en el período pasado, pero 
nos sumamos al trabajo de la comisión para dar cumpli- 
miento a algunos aspectos de esta ley que se aprobó al 
final del período anterior y definir la integración de un or- 
ganismo de gran importancia política. 


Las potestades que tiene el Consejo de Comunicación 
Audiovisual no son menores —como acá se ha expresado— 
y van a incidir en la vida de los medios de comunicación, 
o sea, en el debate de ideas y en la posibilidad de que algu- 
nos sectores nos expresemos. 


No tengo una visión tan idílica de la historia demo- 
crática de este país, pero en el año 1994 tuvimos radios 
clausuradas, directamente. Sin embargo, hay otras ma- 
neras de intentar clausurar medios de comunicación; por 
ejemplo, con la forma en que se maneja la publicidad ofi- 
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cial, premiando o castigando. Esa también es una manera 
de desarrollar o de limitar la libertad de expresión. Es algo 
que estamos viviendo hoy y hablamos con conocimiento 
de causa. 


Fuimos a la comisión con escaso conocimiento de esta 
realidad que teníamos que afrontar, conocíamos a algu- 
nas de las personas que se postularon y, en realidad, no 
tenemos un juicio contrario hacia ninguno de los candi- 
datos. De todas maneras, asistimos con la resolución de 
votar solamente a aquellos postulantes que contaban con 
el acuerdo de todos los partidos porque nos parecía que en 
un organismo tan importante ello garantizaría un equili- 
brio. Vamos a no hacernos trampas al solitario, no se le 
pide carné partidario a nadie para decirle «te voto», pero 
quien vota a un candidato es porque esa persona le da ga- 
rantías o tiene coincidencias. He escuchado que todos son 
muy calificados y tienen currículos brillantes, así que la 
diferencia no está en la capacidad sino en la afinidad que 
se tiene con cada candidato. 


Digo esto para hablar en serio porque, si no, hablamos 
de una vida que no existe. Se dice «no votamos afinida- 
des partidarias», pero no está mal que se haga así. ¡Creo 
que está bien! Se habla de equilibrio, pero ¿de qué? ¿De 
conocimiento? ¡No! Se habla de equilibrio en cuanto a la 
visión política de las cosas —esa es la verdad— y ese equi- 
librio no se consiguió. ¿Por qué? Me parece que acá está 
lo grave de la situación. La Asamblea General debe elegir 
a cuatro miembros y el señor presidente de la república 
elige al quinto, y nosotros pensamos que si hay un acuerdo 
de dos y dos, con la elección del presidente del organismo 
por parte del presidente de la república se garantizaría la 
legítima mayoría del partido de gobierno en un organismo 
tan trascendente y con un contralor importante de la opo- 
sición. Esto sería razonable, pero hay otro aspecto a tener 
en cuenta que se dijo en la comisión —no recuerdo si había 
o no versión taquigráfica—: «¿Qué pasa si en la elección 
que viene gana otro partido? ¡Quedamos en minoría! ¿Y 
entonces?». Me parece que ahí está la raíz del problema 
porque de lo contrario hoy no habría discusión. 


Por estas razones no vamos a votar a nadie en esta se- 
sión de la Asamblea General porque partimos de la base 
de que para votar la integración de un organismo tan im- 
portante es necesario que —como ha sucedido en otros 
casos—, a partir del trabajo de comisiones que se reúnen 
previamente, se llegue a un acuerdo político. Eso es lo que 
medianamente nos va a dar garantías a todos los partidos 
políticos que integramos este Cuerpo. 


Sobre la disquisición acerca de si hay que votar solo lo 
que viene de la comisión, debo decir que me parece algo 
increíble. Está claro que la comisión, por mayoría, pro- 
pone y lo digo yo que no voy a votar a nadie. ¡A nadie! 
Es como cuando viene un proyecto de ley que se aprueba 
primero en una comisión y hay un informe en mayoría; 
luego, la minoría hará otro informe o propondrá aditivos 
y sustitutivos. Me parece que negar ese derecho le hace 
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mal a este debate y complica más las cosas. De todas for- 
mas, los votos para aprobar en estas condiciones ya están y 
respetaremos las mayorías, pero queremos dejar marcada 
nuestra posición reafirmando el hecho de que no vamos a 
votar, en esta o en otra instancia, ninguna integración de 
este organismo que no parta de un acuerdo político global. 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑOR VARELA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR VARELA.- Señora presidenta: este tema se 
puede encarar desde muchos puntos de vista, de acuerdo 
con el debate que hemos tenido hasta este momento: 
podemos discutir el marco general de las normas que se 
están considerando a nivel parlamentario, podemos volver 
a analizar la ley que aprobamos hace cuatro años, podemos 
tener una visión apocalíptica o conspirativa de la vida 
—que por suerte no tengo—, pero prefiero concentrarme en 
el esquema que planteó el señor legislador Delgado y tratar 
de explicar cuáles fueron los criterios que adoptamos para 
llegar a los nombres que hoy presentamos al Parlamento. 
Las otras discusiones las vamos a dar cuando corresponda, 
porque no rehuimos a ninguna; es más, quisiéramos tener 
muchas de ellas, pero me parece que desvía el objetivo por 
el cual fuimos convocados en el día de hoy. 


Lo primero que tengo para decir es que los partidos 
políticos —no todos, porque Unidad Popular no estaba en 
el año 2014— discutieron durante mucho tiempo la ley que 
crea este consejo —que en la comisión de la Cámara de 
Representantes estuvo más de dos años, con seis meses de 
intenso trabajo recibiendo a más de cincuenta delegacio- 
nes— y tomaron posiciones legítimas; cada partido lo hizo. 
A la hora de votar la ley —tanto en la Cámara de Represen- 
tantes como en el Senado-—, solo el Frente Amplio lo hizo 
afirmativamente, con la legítima mayoría que tenía en su 
momento. 


La ley fue cuestionada en muchos aspectos, presen- 
tándose recursos de inconstitucionalidad ante la Suprema 
Corte de Justicia, sobre muchos de los cuales —la enor- 
me mayoría— este organismo falló pronunciándose por la 
constitucionalidad. 


El organismo que hoy estamos intentando integrar no 
fue cuestionado y es legítimo desde dos puntos de vista: 
su integración es parte de una ley que fue aprobada por la 
mayoría necesaria, y nadie planteó su inconstitucionali- 
dad, que podría ser el otro elemento que lo pusiera en tela 
de juicio. 


Haciendo autocrítica quiero decir que la comisión de- 
bió haberse reunido mucho antes, porque el organismo de- 
bió haberse integrado hace tiempo, ya que es el corazón 
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de la ley y por eso la importancia del debate que estamos 
teniendo. 


Cuando convocamos a la comisión cada partido vino 
con los mismos argumentos que había expuesto en el año 
2014. Cabe destacar que los años transcurridos no mo- 
dificaron la opinión de los que estuvieron a favor ni la 
de aquellos que estuvieron en contra. Y aunque es nece- 
sario reconocer que todos los partidos que integraron la 
comisión pusieron lo mejor de sí para llegar a un resulta- 
do, es imposible desconocer la subjetividad que surge a 
partir del posicionamiento sobre la ley y la forma cómo 
unos y otros trabajamos para llegar a los acuerdos ne- 
cesarios. Me explico, señora presidenta: si no creo en la 
ley, si pienso que es totalitaria, que establece una discre- 
cionalidad que va a perjudicar al sistema democrático y 
si la considero ilegal, ¿cómo me posiciono para proponer 
nombres para que se integre el organismo que lo va a 
regular? Obviamente voto negativamente o intento que 
el organismo no se constituya. No estoy estableciendo 
ningún tipo de creencia o de intencionalidad; es natural 
que cada uno se pare, de acuerdo con su perspectiva, en 
el accionar que entiende pertinente con relación al tema 
que va a encarar. Eso es coherente y se notó en el trabajo, 
más allá de la buena voluntad que todos pusimos para 
llegar a un acuerdo. 


Ahora bien, quiero concentrarme en el tema de los cri- 
terios porque es ahí donde se dificulta el debate. ¿Cuál es 
el criterio para integrar el organismo? Ni en la comisión ni 
en el debate en la Cámara de Representantes se cuestio- 
naron los nombres que se propusieron desde el punto de 
vista de su idoneidad, de su capacidad y de su experiencia. 
¡Nadie los cuestionó! Eso es algo que quiero reconocerles 
a todos, sobre todo a quienes no votaron los nombres pro- 
puesto. Entonces, ¿cuál es el criterio para designar a unos 
sí y a otros no? ¿Su posicionamiento con relación a la ley? 
Podría ser. 


Aquí se han expresado las distintas miradas sobre 
la ley. Sin embargo, hay un problema: si uno revisa las 
versiones taquigráficas de las exposiciones que se hicie- 
ron en la comisión —coincido con lo dicho por el señor 
legislador Bordaberry en cuanto a que las exposiciones 
de Ordeix y Urquizó fueron extraordinarias, al igual que 
la de muchos otros—, ninguno dijo que se oponía a la ley. 
Entonces, ¿cuáles son las diferentes miradas sobre la ley 
que habría que integrar? Evidentemente, lo que aquí se 
está tomando en cuenta —se diga o no— es el supuesto po- 
sicionamiento partidario de cada uno de los integrantes, 
porque lo otro no me cierra por ningún lado. No tengo 
forma de definir cuáles son las diferentes miradas sobre 
la ley si nadie lo expresó en la comisión. Yo no puedo 
inferir, por las intervenciones que se realizaron, quién 
tiene determinada visión y quién no, si no lo expresó en 
la comisión. 


Por otra parte, algunas personas cuyos nombres esta- 
mos proponiendo —y el señor legislador Delgado lo sabe— 
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tuvieron intervenciones muy positivas en la comisión 
cuando estábamos discutiendo la ley, entre otras cosas, 
modificando sustancialmente el proyecto de ley enviado 
por el Poder Ejecutivo, que se inspiraba en un organismo 
que ya tenemos y que nadie cuestiona, que es la Ursec, que 
es designado por el Poder Ejecutivo sin ninguna participa- 
ción de la Asamblea General ni del Parlamento. Sobre ese 
modelo se inspiró el Poder Ejecutivo en aquel momento 
para enviar la propuesta del organismo que hoy nos ocupa, 
que hubiera sido designado por el presidente de la repú- 
blica en su totalidad. Y fue en la comisión de la Cámara 
de Representantes donde se modificó sustancialmente el 
organismo —en lo que a mí respecta, para bien— para el que 
hoy estamos eligiendo miembros, porque el que figuraba 
en el proyecto original no convencía a nadie, empezan- 
do por el oficialismo representado en la comisión. Era un 
organismo absolutamente dependiente de Presidencia de 
la República, que no daba garantías de nada. Sin embar- 
go, se modificó, utilizándose como modelo la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 
Tal vez con algún defecto que pueda haber surgido en el 
debate y en la elección, pero ese fue el modelo que deci- 
dimos seguir. 


Kaplún fue uno de los integrantes más críticos —ten- 
go que decirlo explícitamente— con el proyecto del Poder 
Ejecutivo. 


Por lo tanto, me consta —y lo quiero señalar claramen- 
te— que ninguno de los nombres que estamos proponiendo 
es obsecuente seguidor de la ley, y mucho menos oficia- 
lista. Son personas con criterio propio, con experiencia, 
con idoneidad, con conocimiento y con la objetividad su- 
ficiente como para integrar un organismo que nace hoy —o 
nacerá cuando corresponda— bajo un particular escrutinio, 
lo cual nos pone en una especial situación a la hora de 
tener que actuar. 


Otra cosa que llama la atención cuando uno lee las 
atribuciones que tiene el organismo es que se hace énfasis 
en las sanciones. Al inicio dije que no ando por la vida 
pensando en las conspiraciones ni en el apocalipsis. Por 
lo tanto, no me concentro en las sanciones sino en el con- 
trol, elemento absolutamente fundamental para asegurar 
la filosofía central del proyecto de ley que en su momento 
analizamos y hoy es ley, que consiste en asegurar el acce- 
so democrático a los medios de comunicación. Ese es el 
papel principal que va a tener el Consejo de Comunicación 
Audiovisual que hoy pretendemos integrar, y no necesa- 
riamente el de sancionar. Sí lo hará si alguien se aparta de 
la ley. ¿O se cuestiona cuando aprobamos leyes que esta- 
blecen sanciones? Por supuesto que la ley está acompa- 
ñada permanentemente de una sanción. Es más, muchos 
juristas dicen que es lo único que asegura el cumplimiento 
de la ley. Precisamente, en el día de ayer discutíamos si 
había que cobrar las bolsas de plástico para que la gente 
deje de usarlas. 
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Pero reitero que no me concentro en las sanciones —eso 
es tener una visión de sospecha permanente sobre lo que 
va a suceder— sino en el control, elemento que con la ley 
que teníamos hasta que votamos la que hoy está vigente, 
y con el organismo de contralor que se había establecido 
—designado por el Poder Ejecutivo, insisto— difícilmente 
podía llevarlo a cabo, por dos razones: una objetiva y la 
otra absolutamente subjetiva. La objetiva es que la ley que 
existía estaba absolutamente fuera de tiempo —no estaba 
actualizada— y era totalmente elemental. La subjetiva —y 
puede ser elemento de discusión— es que no había ninguna 
voluntad de controlar absolutamente nada, ni siquiera la 
norma legal que estaba vigente, por las características que 
acabo de anunciar. 


En definitiva, creo que hoy estamos dando o tendría- 
mos que dar un paso adelante. Los nombres que estamos 
proponiendo son de personas que cumplen con lo que la 
ley establece como condición. Por supuesto que podríamos 
poner una cantidad de nombres más, porque afortunada- 
mente muchos de ellos cumplían con las condiciones que 
las leyes establecen. Pero ¿sabe qué, señora presidenta? El 
Parlamento, como muchos organismos que son integrados 
en forma colectiva, tiene tiempos de discusión y de reso- 
lución. Sinceramente, quisiéramos lograr el consenso para 
que este organismo nazca con el mayor apoyo posible. No 
desisto de esa posibilidad, aun con la votación que hoy 
podamos tener. Todavía falta un elemento: el presidente. 
No tiene por qué asumirse que el presidente de la república 
vaya a designar, necesariamente, a un frenteamplista; eso 
no me consta. Se ve que algún integrante de la oposición 
posee datos que yo no tengo, pero si así fuera, también 
sería legítimo. ¿Sabe por qué, señora presidenta? Porque 
esto lo terminó definiendo la mayoría, por uno o dos votos 
—no importa cuántos—, es una mayoría tan legítima como 
la mayoría que lo va a derogar, si es que logran alcanzarla. 
Es la misma mayoría. Hoy es nuestra, pero si mañana el 
pueblo elige otra, democráticamente la acataremos. Aho- 
ra, resulta que cuando tenemos mayoría se nos cuestiona, 
pero parece que está bien cuando la mayoría se logra para 
hacer lo contrario a lo que estamos haciendo. No; las dos 
están bien. Lo que el pueblo decida está bien porque es el 
soberano. 


Por lo tanto, quisiera que nos concentráramos en esto — 
el otro debate luego seguirá—, en explicar por qué llegamos 
con determinados criterios, a proponer estos nombres —en 
el acierto o en el error—, y apostemos a que si en el Par- 
lamento hay convicción y es decisión de todas las partes, 
ningún camino está —nunca— cerrado. Tratemos de elimi- 
nar lo negativo, tratemos de pensar que el otro no quiere 
hacer daño a los demás, que acá nadie está para perjudicar 
el sistema democrático ni las libertades de expresión, ni 
absolutamente nada de eso. Aquí se ha intentado generar 
una ley que modifique culturalmente la relación que exis- 
tía entre los ciudadanos y los medios de comunicación, 
estableciendo con suma transparencia nuevas normas para 
ayudar, en definitiva, a fortalecer la democracia. Esa fue 
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nuestra intención y ese es el camino que estamos reco- 
rriendo. 


SEÑOR ASTI.- ¿Me permite una interrupción, señor 
legislador? 


SEÑOR VARELA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA .- Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR ASTI.- Señora presidenta: pedí la interrup- 
ción cuando todavía no se había hecho la aclaración, ahora 
simplemente la voy a profundizar. 


En su momento se dijo que a esta ley se le habían 
opuesto varios recursos de inconstitucionalidad. Es cier- 
to; creo que debe haber batido récords por la cantidad de 
recursos de inconstitucionalidad, presentados por muchos 
organismos, instituciones, empresas y partidos políticos. 


Esta iniciativa tiene más de 200 artículos, cada uno 
de los cuales contiene varios numerales, literales, incisos, 
etcétera. La Suprema Corte de Justicia falló en siete casos, 
haciendo lugar a algunos de esos pedidos de inconstitucio- 
nalidad con relación a un literal, a un inciso o a un nume- 
ral; nunca en referencia a un artículo completo. Si consi- 
deramos que son 200 artículos con cuatro o cinco incisos, 
literales o numerales cada uno, en total serían más de 1000 
disposiciones, y solo siete fueron observadas. Aclaro que 
ninguna hace a la esencia o columna vertebral de la ley y, 
en particular, ninguna estaba relacionada con la libertad 
de expresión ni tampoco —como decía el legislador Vare- 
la— vinculada a la constitución de este consejo honorario. 
Muchos de los argumentos de la Suprema Corte de Justi- 
cia se basaron en lo que establecen los convenios interna- 
cionales respecto a la regulación de estos medios. 


Debií haber intervenido en otro momento, cuando le 
pedí la interrupción a otro legislador que mencionó el 
tema, pero no me vio. No quiero distraer la atención so- 
bre el centro de la discusión —que es la elección de estos 
miembros del consejo— con temas relativos a la ley o a una 
posible inconstitucionalidad. Pero como se ha dicho mu- 
chas veces que está en juego —o se dice que está en juego— 
la libertad de expresión, quiero aclarar que los recursos 
presentados bajo el argumento de que había violación de 
la libertad de expresión fueron rechazados por la Suprema 
Corte de Justicia, con base en convenios internacionales 
que aseguran, precisamente, algunos de los principios que 
tiene esta ley, relativos a los equilibrios en su funciona- 
miento y relacionados con el derecho de expresión, pero 
también con el derecho a la información de todos los ciu- 
dadanos de este país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 
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SEÑOR VARELA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Señora presidenta: integra- 
mos la comisión que trabajó para generar esta propuesta, 
tomando como base el artículo 75 de la ley, que define 
claramente cómo la Asamblea General debe conformar 
la comisión y qué plazos tienen cada una de las instan- 
cias. En el literal C) del artículo 75 se señala que la co- 
misión deberá adoptar, por dos tercios de sus integrantes, 
los nombres que va a proponer a la Asamblea General. 
Cuando no se llegue a esa mayoría, la comisión debe es- 
perar un plazo de quince días para volver a reunirse y 
definir, por mayoría absoluta de sus integrantes, cuál va 
a ser la propuesta a elevar a la Asamblea General. Por 
supuesto que —como aquí se dijo— quien resuelve es la 
Asamblea General, pero hay un proceso previo que está 
determinado por el artículo de la ley que se votó en esta 
casa. Por lo tanto, acá nadie está desconociendo la auto- 
ridad de la Asamblea General, pero hay reglas de juego. 
No es que, como mi candidato no integra la nómina de 
cuatro nombres que propone la comisión porque no fue 
votado por dos tercios ni por mayoría absoluta quince 
días después, yo vaya a traer un quinto nombre. Sería ha- 
cernos trampas al solitario o querer distraer la atención 
sobre la decisión que tenemos que tomar hoy. La verdad 
es que me duele esta afrenta a la distribución equitati- 
va, dejando de lado la ideología, teniendo en cuenta la 
democracia y la participación que tuvieron los medios 
de comunicación de este país. Seguramente esta ley va 
a golpear de lleno a esos medios que están garantizando 
la democracia y que han sido distribuidos en una forma 
tan participativa y donde me imagino que el Parlamen- 
to en su momento debe haber participado. ¡Vamos! ¿De 
qué estamos hablando? Vamos a discutir en serio. Por 
supuesto que esta ley y este consejo van a dar garantías 
y nadie puede decirnos que no quisimos generar instan- 
cias para los consensos. Entiendo que ahora, la oposición 
a la ley es lo que se está convirtiendo en un obstáculo 
para generar consenso unánime. Acá estamos asistiendo 
a la permanente generación de cuñas para enlentecer la 
aplicación de esta ley, porque va a generar condiciones 
igualitarias, se van a controlar los contenidos y la demo- 
cracia va a tener garantías, y eso es lo que no se quie- 
re. ¿Todos aquí no vimos, por ejemplo, la diferencia de 
precio que tenemos en la tanda publicitaria? Lo comento 
porque aquí se habló de lo que pautamos en la campaña 
electoral ¿Acaso no tienen sobre la mesa cómo un parti- 
do pagó tres veces más que otro? ¿Eso es democrático? 
¿Es un acceso igualitario a los medios de comunicación? 
¿Eso es lo que queremos preservar? Trabajamos en se- 
rio en esta comisión, e inclusive hubo funcionarios que 
estuvieron trabajando un sábado hasta altas horas de la 
noche porque así lo ameritaban los plazos que establecía 
la ley. Hay que respetar el trabajo de la comisión y de los 
funcionarios. Esto no es un viva la Pepa. ¡No! Acá no de- 
finimos los que estamos, sino que hay un procedimiento 
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y una norma que votamos entre todos, y hay que respetar 
las reglas de juego. Cuando el pueblo decida que la ma- 
yoría sea otra, entonces podrán definir lo que consideren 
que deben, pero ahora hay una mayoría y una ley que 
no se aprobó por un voto, por un voto no sale ninguna 
ley. Hay una ley que se aprobó por mayoría de cincuenta 
legisladores en la Cámara de Representantes y hay que 
respetarla, porque esos señores diputados están represen- 
tando la posición del pueblo, que merece respeto. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el repre- 
sentante Varela. 


SENOR VARELA .- Señora presidenta: he finalizado. 


SEÑORA TOURNÉ.- Pido la palabra por una cuestión 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
legisladora. 


SEÑORA TOURNÉ.- Señora presidenta: solicito un 
cuarto intermedio para que se instale la Cámara de Re- 
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presentantes, que debe sesionar, y cuando esta lo disponga 
y tengamos los números correspondientes, continuaremos 
con esta sesión. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar. 

(Se vota). 

67 en 70. Afirmativa. 

La Asamblea General pasa a cuarto intermedio. 

(Así se hace. Son las 15:55) 


(Vueltos a sala). 


—Se levanta el cuarto intermedio. 


6) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo número, se 
levanta la sesión. 


(Así se hace. Son las 17:00). 
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